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INTRODUCCION 

Los problemas que enfrenta México debido a la 

crisis de orden económico tanto local como las que provienen 

del exterior, han perturbado de una manera por demás 

sensible y bastante notable, el empleo, las oportunidades 

para la juventud, el nivel de vida, la inversión y el ahorro, así 

como la permanencia de capitales en nuestro país, lo que 

como consecuencia nos trae un aumento estratosférico en las 

conductas antisociales, las cuales en su gran mayoría se 

trata de los denominados delitos patrimoniales, los que 

consisten generalmente en el robo con violencia y sus 

consecuencias más conocidas, el homicidio, lesiones, el 

incremento alarmante de secuestros y la extorsión entre 

otros. 

Todo lo anterior trae como consecuencia que 

nuestro país este pasando por una situación mas que 

verdaderamente alarmante en cuanto a delincuencia se 

refiere, ya que día con día se observa mediante la lectura de 

periódicos y demás fuentes de información tales como la 

televisión o la radio, o mas grave aún, del dicho de 

amistades, parientes y/o demás personas con las que 

llevamos una relación mas o menos frecuente, de los 

múltiples acontecimientos delictivos en los cuales salen 



afectados por actos de delincuencia sufridos en su persona, 

bienes, familia o derechos. 

Por su parte, el reclamo popular se ha 

manifestado una y otra vez exigiendo como algo prioritario 

soluciones a la clase gobernante, ya que la administración de 

justicia que comprende sectores tan importantes como son 

entre otros, el Derecho de policía, la Procuración de Justicia, 

la impartición de Justicia, el Derecho de ejecución de penas y 

la misma Política criminal es profundamente insatisfactoria en 

sus acciones y resultados para nuestro pueblo, haciendo 

énfasis en la presente obra en el rubro de ejecución de penas 

ante lo apremiante se ha vuelto la solución al problema de la 

administración de justicia en materia penal. 

No podemos negar que la pauta axiológica del 

derecho positivo y meta del legislador es la justicia, siendo 

ésta un valor absoluto que descansa en si mismo y no deriva 

de otro superior, por lo que es evidente que el derecho, es 

decir, todas y cada una de las normas jurídicas que lo 

componen debe ser justo. 

La justicia como ideal de la verdad que es, resulta 

sumamente difícil de concretar en su realidad permanente, la 

cual como producto de la propia naturaleza humana se ve 

sujeta a los cambios que le imprimen las conversiones de 



opinión, las diversas concepciones y los distintos criterios que 

se tengan acerca de un fenómeno jurídico dado, sin embargo, 

es necesario considerar la justicia no sólo un enfoque ético-

jurídico sino también en su dimensión socio-jurídica y, por 

tanto, en el ámbito de la clase de relaciones sociales que 

trata de armonizar. 

Como usufructuario del bien común, el pueblo 

reclama mecanismos más eficientes, movimientos que 

permitan dar óptima utilidad al servicio público de administrar 

justicia penal, por ello se reclama y con razón suficiente, que 

para lograr mejoría en la administración de justicia penal y 

bajo el principio rector de las mejoras éticas en los servidores 

públicos encargados del poder judicial se deba fortalecer 

tanto la total independencia del poder judicial como el respeto 

absoluto a su arbitrio jurisdiccional, igualmente, ésta 

independencia debe ser ajustada a los órganos encargados 

de velar por la ejecución de las penas impuestas por el 

órgano jurisdiccional, aunado a que éste debe de estar 

informado sobre el cumplimiento o incumplimiento que se dé 

a las mismas, ya que es el órgano jurisdiccional, quien la 

determina en base a la actitud y desarrollo del delincuente. 

Se sabe, que es anhelo popular el que la 

administración de justicia sea cada vez más recta, ordenada 

y expedita, así como también que aquellos a que se 



encomienda tan loable labor actúan con conciencia plena, 

con sedimentado criterio, con madurez de juicio y acrisolada 

honradez, pues es a través de la función jurisdiccional como 

el Estado de Derecho persigue como objetivo principal la 

tutela de derecho de todos los seres humanos, y el poder 

judicial por su parte al aplicar la ley al caso concreto, 

satisface una prioritaria necesidad de la sociedad civil que es 

la de hacer justicia. 

Lo anterior da certeza y seguridad jurídica a las 

personas y es la única forma válida de mantener la paz social 

en un Estado de Derecho pues como se ha afirmado, sin 

seguridad no hay derecho ni bueno ni malo ni de ninguna 

clase. 

Por todo ello, es loable que los gobiernos actuales 

no pierdan de vista la relación entre la política social con la 

política criminal así como la relación entre esta última y la 

legislación, ya que con las actividades de revisión a los 

sistemas normativos, se establecen los marcos legales para 

la impartición de justicia. 

Así las cosas, la tarea de legislar constituye una 

de las más delicadas con que los poderes legislativos se 

encuentran a cada momento, pues no se trata de una acción 

simplemente destinada a dejar huella de una innecesaria 



tarea legislativa sino que de manera responsable, debe ser 

signo de adelanto en el contenido de la normatividad jurídica, 

ya que la ley y, naturalmente, los códigos, son compendios 

de cultura y son también instrumentos de avance de las 

relaciones sociales e individuales, pues en el complejo 

mundo de la vida en sociedad, los hechos, ciertamente, dan 

origen a la norma de conducta sancionada por la soberanía 

del Estado, pero ésta debe contener de manera inteligente, 

razonada y profunda, el sentido que oriente hacia el modelo 

de sociedad a la que se aspira, sin perder de vista los 

orígenes de nuestras sociedades. 

Por su parte, se ha comprobado que el orden 

social, se quebranta cuando existe una norma injusta o 

inadecuada, lo que origina que en ocasiones es mejor no 

tocar la ley cuando no se tiene la certeza de que una reforma 

sea benéfica al hombre mismo, de aquí, el profundo 

convencimiento sobre la necesidad de continuar renovando e 

innovando conductas y procedimientos que traigan resultados 

siempre más justos para nuestro pueblo. 

Estamos convencidos que el tiempo, la 

experiencia y la prudencia son factores determinantes para 

alcanzar la realización de las acciones públicas y privadas 

para quienes legítimamente las reclaman, lo que nos 

permitirá vivir en un mundo más igualitario. 



Así las cosas, la presente obra sugiere una 

propuesta de reformas a distintas legislaciones tanto locales 

como federales, así como la creación de un reglamento, las 

cuales, en busca de esa justicia antes hablada, sean 

benéficas a la sociedad, ello a través de la implementación de 

medios alternos a la prisión que cumplan con los fines de la 

readaptación, lo cual no deja de ser impartición de justicia 

propiamente dicha, lo anterior tomando en cuenta la 

sensibilidad de nuestra actual sociedad, frente a los efectos 

del delito sobre la víctima y considerando que la procuración 

de justicia comprende múltiples aspectos tanto jurídicos como 

sociales que buscan mejorar las condiciones de vida y la 

convivencia humana de los ciudadanos, la cual debe ser más 

armoniosa, lo que se logra equilibrando intereses y evitando 

injusticias que produzcan desigualdad, siendo esta 

procuración de justicia la que el trabajo comunitario al 

aplicarlo como pena busca obtener en nuestra actual 

sociedad. 

De antemano sabemos lo arriesgado de esta 

obra, dado que actualmente se pugna en su mayoría por el 

incremento de las penalidades a los delitos, así como el 

incremento de nuevos delitos al tipificar conductas que antes 

no se consideraban como tales. 



PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

Se toma como base de la presente investigación, 

el hecho de que se han realizado diversas investigaciones 

sobre los defectos de la pena de prisión y se ha concluido 

que una de las ventajas de tener una correcta clasificación 

penitenciaria es reducir la contaminación criminògena y el 

proceso de prisionalización. 

Los criterios fundamentales de clasificación son: 

salud física y mental, situación jurídica, edad y sexo1, 

existiendo además diversos criterios subclasificadores como: 

reincidencia, educación, profesión, peligrosidad, 

corregibilidad, procedencia geográfica, conducta, 

aprovechamiento de su tiempo pronóstico comportamental, 

afinidad, etcétera. 

Sustentando dichos parámetros, durante el XIII 

Congreso Internacional Penal y Penitenciario se recomendó 

que para un buen tratamiento de los reclusos es conveniente 

1 Al respecto, el artículo 18 de la Política de los Estados Unidos 
Mexicanos Constitucional establece que las mujeres y los hombres 
purgaran su condena en lugares distintos, a su vez refiere sobre la 
obligación de establecer instituciones especiales para el tratamiento de 
menores infractores. 



la diversidad de establecimientos para la ejecución de 

condenas, así mismo, en el Segundo Congreso de las 

Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el 

Tratamiento del Delincuente se recomendó la ejecución de 

penas breves de prisión en instituciones diferentes de las que 

sirven para las prolongadas, esto se hace necesario a fin de 

evitar la contaminación criminògena. 

La irrupción de la ciencia en las cuestiones 

penitenciarias hizo que cobrara importancia las ventajas de la 

clasificación penitenciaria que no sólo incidía en evitar y/o 

reducir la contaminación criminògena, sino que permite 

sentar las bases para la aplicación de un correcto 

tratamiento. 

El American Prisión Association's, es un comité 

que refiere las siguientes clases de penados: 

a).- La mejor clase de presos (ocasionales, 

accidentales). 

b).- Reincidentes con tendencias antisocial 

más o menos confirmada, y; 

c).- Anormales mentales graves, ineptos 

físicos y mentales cuyas probabilidades de 



rehabilitación social son limitadas y que 

normalmente no pueden valerse por sí mismos a 

causa de su baja condición física y mental. 

Por su parte Kimberg2 ha postulado que los 

delincuentes jóvenes y no depravados deben ser sometidos a 

una tratamiento educativo en semilibertad o en institución 

asistencial. 

Como podemos apreciar de la revisión de 

diversos criterios clasificatorios, los autores y expositores 

sugieren o presentan posturas que van desde permitir una 

cierta asociación a fin de semejar una comunidad externa 

hasta verdaderas clasificaciones restrictivas, por lo que se 

recomienda que el tratamiento de los internos siga una 

clasificación atenta a directrices científicas y lograr la 

readaptación del interno disminuyendo el índice de 

criminalidad y la reincidencia en el delito a través de una 

clasificación criminológica más acorde con la realidad 

penitenciaria, la cual nos permitirá ubicar a internos en el 

área más adecuada, de acuerdo a sus características de 

personalidad y con los lineamientos de orden técnico y de 

seguridad que demanda nuestra sociedad. 

2 Citado por Gutierrez Ruiz Laura Angelica. Normas Técnicas Sobre 
Administración De Prisiones. Segunda Edición, Editorial Porrúa S. A. 
Mexico Distrito Federal 2000. Pág. 22. 



Así las cosas, y toda vez la clasificación 

penitenciaria no se agota per se, sino que es el inicio de todo 

un proceso vibrante, humano, como lo es el hombre preso 

que ahí interviene, no existe para el nada más terrible que la 

convivencia forzosa con personas con hábitos y costumbres 

rechazantes para nuestros principios y código de valores, si 

se da, se aniquila el espíritu y se violan los valores del ser 

humano, pues cuantas veces hemos visto el envilecimiento 

de los presos cohabitando indiscriminadamente. 

En efecto, se han visto primodelincuentes 

conviviendo en centros penitenciarios con delincuentes 

habituales igualmente internos, con enfermos mentales, con 

homosexuales, con sidosos y tuberculosos, con internos 

peligrosos o sádicos que hostigan física y/o psicológicamente 

al interno, llegando éstos en algunas ocasiones a privarse de 

la vida dentro de la prisión o a responder a la agresión en 

base al instinto de supervivencia, convirtiéndose de víctima a 

victimario. 

Como se ha apreciado, el problema que mediante 

la presente investigación se intenta combatir es precisamente 

evitar esa convivencia que no debe darse entre delincuentes 

ocasionales y/o accidentales con delincuentes reincidentes 

con tendencias antisociales más o menos confirmada y 



Anormales mentales graves cuyas probabilidades de 

rehabilitación social son mas prolongadas. 

A lo anterior hay que agregarle el hecho de que la 

historia de las penas es sin duda más horrenda e infamante 

para la humanidad que la propia historia de los delitos, pues 

las penas conminadas en la historia ha producido al género 

humano un coste de sangre, de vidas superior al producido 

por la suma de todos los delitos, pues parece que la fantasía 

humana no ha tenido límites en inventar las formas más 

feroces de la pena de muerte, pero la ferocidad de las pena 

no pertenece, desgraciadamente, sólo al pasado, ya que la 

pena de muerte está todavía presente en casi todo el mundo 

y en muchas partes del mundo han sobrevivido hasta el siglo 

actual las penas corporales de los azotes y los bastonazos. 

JUSTIFICACIÓN 

Desde un enfoque social, la delincuencia es el 

fracaso del medio familiar y social para brindar a ese 

individuo los medios adecuados para un sano desarrollo. 

Es evidente que una de las mayores situaciones 

de stress desde el punto de vista existencial es la pérdida de 



la libertad, el encierro, la incomunicación con el núcleo 

familiar y con la comunidad, el cambio radical de modo de 

vida, de relaciones interpersonales, las limitaciones 

psicomotrices, las limitaciones culturales y especialmente la 

percepción existencial del tiempo. 

El ingreso a una institución penitenciaria del cual 

dependerá gran parte el futuro del individuo, su recuperación, 

su respeto y esencialmente su salud tanto física como 

mental, siempre implica un cambio existencial de modo de 

vida, provoca una intensa angustia y un temor indiscriminado 

y general. 

Si tomamos en cuenta que cada hombre es único 

y particular, diferente a los demás, y que cada persona 

reacciona de una manera propia, basada en su desarrollo, en 

sus experiencias, en sus relaciones interpersonales, en sus 

conflictos, en su inteligencia y vivencias, observamos que en 

tratándose de la relación interno-delincuente institución 

penitenciaria se plantean dos situaciones claves, el ingreso y 

el egreso, es decir fundamentalmente quién es el individuo 

que llega a la institución y cómo sale de la institución 

penitenciaria. 

De lo anterior tenemos que la justificación de la 

presente investigación lo es esencialmente la necesidad de 



frenar los traumas y demás problemas señalados en la 

presente a los que se enfrenta al ingresar un individuo a la 

prisión, si a su vez se encuentra regulado es viable que se le 

impongan medios alternos a la prisión para su rehabilitación 

social. 

Lo anterior se robustece al tomar en cuenta que 

en la actualidad se ha puesto en tela de juicio la viabilidad de 

un propósito resocializador a través de la privación de la 

libertad, pues existen dudas sobradamente justificadas 

acerca de que por sí sola la pena de prisión pueda readaptar 

al individuo, por lo que no me parece aventurado estimar, 

como antes se ha apuntado, que para dar cumplimiento a la 

necesidad reconocida en nuestra Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos de que las penas mantengan una 

vertiente que posibilite la resocialización del individuo, esto, 

también se pueda lograr si existen medios alternos a la 

prisión. 

OBJETIVOS 

Si tomamos en cuenta que el delito desde el 

punto de vista clínico, es la conducta que realiza un hombre 

en un momento determinado de su vida y en circunstancias 



especiales para él, y que llega a la institución penitenciaria 

cuando ha tenido problemas en su adaptación psicológica y 

social que cuando le toca enfrentarse a una problemática 

conflictiva la resuelve a través de medios agresivos y 

violentos, en la presente obra, nuestro objetivo primordial 

será demostrar que el individuo que delinquió puede 

readaptarse sin necesidad de la aplicación de todas las 

medidas que permitirán modificar las tendencias antisociales 

del individuo a través de un tratamiento penitenciario, ya que 

cada individuo es único en su desarrollo, con una historia y 

evolución diferente a los demás individuos, con una conducta 

delictiva también única relacionada a complejos y difíciles 

procesos motivacionales de la agresión. 

Pues bien, como se mencionó anteriormente, los 

criterios fundamentales de clasificación regulados 

expresamente en el artículo 18 constitucional en cuanto a los 

privados de su libertad son la salud física y mental, situación 

jurídica, edad y sexo, y además existen diversos criterios 

subclasificadores como lo son la reincidencia, educación, 

profesión, peligrosidad, corregibilidad, procedencia 

geográfica, conducta, aprovechamiento de su tiempo, 

pronóstico comportamental, afinidad, etcétera. 



Así m ismo, existen los d i verso tratam ientos 

aplicados a los sentenciados a fin de lograr su readaptación 

social los cuales se clasifican a continuación, siendo estos3: 

A).- TRATAMIENTOS BÁSICOS.-

Debiéndose entender por aquellos procesos 

dirigidos a incrementar y/o mejorar las 

potencialidades laborales, capacitativas y 

educativas de los internos que contribuyen a 

lograr su readaptación social, y tomado en cuenta 

lo dispuesto por el artículo 18 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y su 

relativo 17 de la Constitución Política del estado 

de Nuevo León consistirán en: 

1).- EL TRABAJO.- Que es pilar en el 

tratamiento penitenciario, ya que coloca a la base 

del mismo en el concepto de reintegración al 

grupo social y que permite que el interno sea 

producto y contribuya al sostenimiento de sus 

dependientes económicos, situación que incidirá 

en su equilibrio durante su permanencia en la 

institución, por su parte la capacitación para el 

3 En 1990 el Dr. Carlos Tornero Díaz elaboró una clasificación de 
tratamientos con fines tanto didácticos como prácticos que no se ha 
superado en la actualidad. 



trabajo es determinante en el proceso 

readaptatorio, ya que cuando el interno egrese de 

la prisión le permitirá colocarse en un trabajo 

remunerado, destacando la capacitación 

industrial, artesanal, en artes y oficios y en 

actividades para elevar el nivel de vida. 

2).- LA EDUCACIÓN.- Entendida como un 

proceso integral tanto instructivo como formativo 

que introduce en el interno normas y valores 

sociales y de comportamiento en su medio social, 

así como le permitiría incrementar su nivel 

escolar, y que consistirán en la enseñanza 

escolar, dividida en alfabetización, primaria, 

secundaria y preparatoria y en la participación de 

las áreas de cultura, recreación, deportes y 

extensión educativa, a fin de lograr la formación 

integral del interno. 

B).- TRATAMIENTOS DE APOYO.-

Consistentes en las terapias médica, médica-

psiquiátrica, psicoterapias individuales y/o 

grupales y la socioterapias (constituida por la 

atención de visita familiar e íntima), que incidirá en 



el restablecimiento de la salud y en la 

reintegración al núcleo familiar y social del interno. 

C).- TRATAMIENTOS AUXILIARES.- Son 

todas aquellas acciones implementadas, 

técnicamente dirigidas a los internos, enfocadas a 

medidas preventivas, informativas y asistenciales 

que coadyuven en su reincorporación social y son 

pláticas preventivas sobre farmacodependencias, 

alcoholismo, orientación sexual y familiar, la 

atención espiritual y la asistencia del voluntariado. 

De lo anterior, si se ha reiterado innumerables 

veces por diversos autores sobre la importancia de la 

clasificación en prisiones, la cual es fundamental, no sólo 

desde el punto de vista técnico, sino también humano, pues 

debe permitir una convivencia armónica y un clima de 

tranquilidad emocional que prepare el siguiente paso que es 

el inicio del tratamiento de rehabilitación, podemos concluir 

que, sí la base de ésta lo constituye el trabajo y la educación 

por considerarse a estos como los tratamientos básicos en la 

readaptación social atento a lo expuesto en renglones 

precedentes, podemos concluir que el objetivo principal de la 

presente obra lo es el implementar legalmente esos 

tratamientos básicos de rehabilitación, sin la necesidad de 

que el individuo ingrese a la prisión. 



HIPOTESIS 

Se ha establecido, que la pena de prisión representa 

una de las medidas mas eficaces para una supuesta 

prevención del delito, así mismo, se ha establecido que 

dentro del centro penitenciario, y como parte de los 

tratamiento que en ellos se aplican a los reos, se llevan a 

cabo una serie de programas que tiene por objeto el de 

readaptar a la sociedad al individuo que ha cometido un 

delito. 

Llama principalmente la atención, el hecho de que 

dentro de los tratamientos aplicados en los centros 

penitenciarios con el fin de lograr la readaptación social del 

individuo preso se encuentran, como se mencionó 

anteriormente, los llamados tratamientos básicos, siendo 

aquellos procesos dirigidos a incrementar y/o mejorar las 

potencialidades laborales, capacitativas y educativas de los 

internos que contribuyen a lograr su readaptación social, los 

denominados tratamientos de apoyo que consisten en las 

terapias médica, médica-psiquiátrica, psicoterapias 

individuales y/o grupales y la socioterapias, que incidirá en el 

restablecimiento de la salud y en la reintegración al núcleo 



familiar y social del interno y los denominados tratamientos 

auxiliares que son todas aquellas acciones implementadas, 

técnicamente dirigidas a los internos, enfocadas a medidas 

preventivas, informativas y asistenciales que coadyuven en 

su reincorporación social y son pláticas preventivas sobre 

farmacodependencias, alcoholismo, orientación sexual y 

familiar, la atención espiritual y la asistencia del voluntariado. 

A su vez, y tomado en cuenta lo dispuesto por el 

artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y su relativo 17 de la Constitución Política del 

estado de Nuevo León dentro de los denominados 

tratamientos básicos se encuentran contemplados el trabajo y 

la educación, destacándose al trabajo como el pilar en el 

tratamiento penitenciario, ya que coloca a la base del mismo 

en el concepto de reintegración al grupo social y que permite 

que el interno sea producto y contribuya al sostenimiento de 

sus dependientes económicos, situación que incidirá en su 

equilibrio durante su permanencia en la institución. 

De lo anterior podemos deducir que si parte 

fundamental de la readaptación social de los reos lo 

constituye el trabajo, el cual, al margen de serles 

proporcionado para darle cumplimiento lo dispuesto por el 

artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y su relativo 17 de la Constitución Política del 



estado de Nuevo León, les es fomentado e inculcado junto 

con su respectiva capacitación dentro del centro 

penitenciario como tratamiento para lograr en el reo el 

anterior fin, fundadamente podemos suponer que se puede 

lograr que los sentenciados en un proceso, a través de la 

creación de un sistema legal debidamente regulado en el que 

se contemple el trabajo comunitario como pena, logren su 

completa readaptación social sin que sea necesario su 

ingreso a la prisión para que éste puede resocializarse, 

inclusive, nos atrevemos a suponer que el proceso de 

readaptación será mas eficaz y requerirá de menos tiempo y 

un costo menor para el erario público, pues como ya se ha 

establecido, el trabajo es el pilar del tratamiento penitenciario, 

ya que coloca a la base del mismo en el concepto de 

reintegración al grupo social y que permite que el interno sea 

producto y contribuya al sostenimiento de sus dependientes 

económicos. 

Lo anterior se robustece si tomamos en cuenta 

que el trabajo impuesto como pena se desarrollará evitando 

por completo la denominada contaminación criminògena, 

pues al desarrollarse fuera de prisión se evitará que el 

sentenciado convia forzosamente con personas con hábitos y 

costumbres rechazantes para nuestros principios y código de 

valores, y se impedirá que se aniquile su espíritu y se violan 

sus valores de ser humano, evitándose a su vez el 



envilecimiento de los presos cohabitando 

indiscriminadamente en centros penitenciarios con 

delincuentes habituales igualmente internos, con enfermos 

mentales, con homosexuales, con sidosos y tuberculosos, 

con internos peligrosos o sádicos que hostigan física y/o 

psicológicamente al interno, y no se correría el riesgo de 

convertirse en víctima. 

Así mismo, se dará cumplimiento a las 

recomendaciones hechas en el sentido de que la ejecución 

de penas breves de prisión se realicen en instituciones 

diferentes de las que sirven para las prolongadas, y a lo 

recomendado en el sentido de que que los delincuentes 

jóvenes y no depravados deben ser sometidos a una 

tratamiento educativo en semilibertad o en institución 

asistencial. 
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En la actualidad, y desde el siglo XIX en que se 

sentaron las bases teóricas, siguen siendo tres las teorías 

que tratan de dar respuesta a la cuestión de qué fundamento 

puede legitimar al Derecho penal para privar de la libertad o 

de otros bienes a los ciudadanos por la realización de 

determinadas acciones. 

Las anteriores teorías son las denominadas la 

teoría de la retribución, la teoría de la prevención general y la 

teoría de la resocialización. 

No se trata aquí de reiterar los contenidos básicos 

de cada una de tales propuestas, que cabe estimar 

sobradamente conocidos, pero sí en cambio, conviene aludir 

a las causas por las que, de modo altamente significativo, 

todos los intentos más recientes de fundamentación de la 

legitimidad del Derecho penal pasan preferentemente por la 

prevención general, mientras que la retribución y la 

resocialización han quedado de modo decidido en un 

segundo plano. 

Sin embargo, últimamente ha ido ganando peso la 

idea de una simplificación de posturas que, en la práctica, se 

mostraban mucho más complejas y menos unilaterales. 



Se ha señalado que todos los clásicos 

caracterizados como retribucionistas atribuían también al 

Derecho penal la misión de conseguir fines preventivo, 

mientras que los catalogados como preventivistas también se 

mostraban próximos a los retribucionistas, como lo revelaba 

su distinción entre "fundamento jurídico" y "función" de la 

pena, y si a ello se añade la existencia de numerosísimas 

propuestas en la línea de las teorías de la unión, podrá 

concluirse que el panorama resultaba significativamente más 

complejo. 

En comparación con aquel momento histórico, tan 

sólo han perdido vigencia, al menos, en el plano teórico, la 

intimidación individual y la inocuización que, junto con la 

resocialización, conformaban la construcción de la prevención 

especial. 

Aquellos aspectos constitutivos de la denominada 

prevención especial negativa han desaparecido 

prácticamente como posible fundamento legitimador de la 

intervención punitiva, permaneciendo sólo en pie, y muy 

intensamente cuestionada como fundamento central de tal 

intervención la resocialización. 

En el caso de la retribución, las razones de su 

superación como fundamento básico de la intervención 



jurídico-penal sobre personas y bienes de los ciudadanos son 

claramente culturales o ideológicas. 

En efecto, entre otras cosas el hecho de que, en 

el moderno Estado de corte liberal y con constitución no 

teocrática, no son suficientes las fundamentaciones 

metafísicas de la pena, ya que difícilmente puede apelarse a 

la analogía del juicio humano con el juicio Final Divino sobre 

los pecadores, para justificar su carácter desprovisto de todo 

fin trascendente al mero castigo, aunado a que tal 

concepción, para poder fundamentar convincentemente el 

recurso a la pena, requiere la presencia de determinados 

presupuestos, muy especialmente la culpabilidad en el 

sentido liberoarbitrista de la misma. 

Por lo que se refiere a la resocialización, por su 

parte, han sido razones tanto ideológicas como prácticas las 

que han motivado la progresiva superación de la misma, 

como fundamento básico, por un lado, se ha dudado de la 

legitimidad de la absolutización del ideal resocializador por 

encima de otras consideraciones de proporcionalidad con el 

hecho cometido, igualdad de trato, etc; más radicalmente, se 

ha puesto en tela de juicio la legitimidad de una intervención 

que puede tener como resultado una ingerencia inaceptable 

en el esquema de valores del delincuente con la finalidad de 

modificarlo, igualmente, se han dirigido también serias 



objeciones en contra de la viabilidad de un propósito 

resocializador en condiciones de privación de libertad, ya que 

existen serias dudas, las cuales consideramos sobradamente 

justificadas acerca de que la pretensión resocializadora 

pueda, por sí sola legitimar el recurso a la pena por parte del 

Estado, pues tal pretensión tiene escasa base objetiva y, 

además, es discutible que sea, en sí misma, legítima. 

Las dificultades que ofrecen las 

fundamentaciones retributiva y resocializadora del recurso a 

la pena han determinado que el lugar central en orden a la 

legitimación del "ius puniendi" lo ocupe la fundamentación 

preventivo-general. 

Esta, probablemente constituye la única constante 

en el pensamiento penal sobre los fines de la pena desde la 

época de ilustración, la cual tampoco se muestra exenta de 

problemas. 

A este respecto, se ha aludido reiteradamente a 

que la lógica de la prevención general, por sí sola, no puede 

superar la objeción relativa a que tal fundamentación hace 

posible la utilización de un individuo como instrumento de 

fines a él trascendentes, lo que vulneraría principios básicos 

de nuestro ámbito cultural. 



Las dudas acerca de la viabilidad de un modelo 

puro de legitimación de la intervención penal han 

determinado que los últimos tiempos se hayan caracterizado 

por una proliferación de tesis mixtas o eclécticas llamadas 

teorías de la unión y teorías unificadoras. 

Así, las hay que parten de la retribución como 

finalidad básica, idea que resulta luego completada con 

referencias preventivas, y a la inversa, se dan 

fundamentaciones básicamente preventivas, respecto a las 

cuales la idea de retribución de la culpabilidad actúa a modo 

de límite. 

También dentro de los enfoques preventivos es 

posible distinguir según el papel predominante que se le 

asigne a la prevención general o a la prevención especial; en 

la actualidad, puede apreciarse un retorno a construcciones 

en las que el criterio básico es el preventivo-general. 

Desde otro punto de vista, cabe distinguir entre 

doctrinas que se limitan a superponer los diferentes criterios 

sin establecer un orden claro entre los mismos, y otras que 

han intentado configurar desde perspectivas eclécticas la 

misión del Derecho penal recurriendo a criterios dinámicos, 

es decir, distinguiendo según los diferentes momentos de la 

operatividad del mismo y asignando a cada uno de ellos fines 



parcialmente diferentes, en este último nivel se sitúan las 

conocidas teoría de la diferenciación y más todavía la teoría 

dialéctica de la unión. 

Las tesis eclécticas son, sin duda, dominantes en 

la actualidad, sobre todo si se acepta que muchas 

concepciones que formalmente no se adscriben a tal modelo 

global, en realidad sí reúnen elementos suficientes para ser 

integradas en el mismo. 

Si el término ecléctico se entiende en sentido 

amplio, no me parece forzado incluir en el mismo la mayoría 

de las concepciones que en los últimos decenios se han 

presentado como retributivas, la teoría de la prevención 

general positiva y, en general, las doctrinas que, acogiendo 

nominalmente una fundamentación preventiva, añaden a la 

misma a modo de límites, un gran número de principios 

ajenos a la lógica de la prevención que cofundamentan la 

intervención punitiva. 

Con todo, no me parece aventurado estimar, 

como antes se ha apuntado, que la concepción más difundida 

es la que, sobre un fundamento preventivo-general, ha dado 

cabida en su seno a consideraciones derivadas del 

pensamiento retributivo, así como a la necesidad reconocida 

en la Constitución de que las penas mantengan una vertiente 



que posibilite la resocialización, al igual de que considero que 

las teorías de la unión no pueden estimarse el punto final de 

la evolución de la doctrina legitimadoras de la intervención 

final ya que si bien limitan los aspectos negativos de cada 

una de las teorías preexistentes, no valoran debidamente la 

significación del Derecho penal como institución de garantías. 

Una cuestión que debe quedar aquí abierta es la 

posibilidad de construir y fundamentar una teoría retributiva 

desde perspectivas de racionalidad moderna, debiéndose de 

concebir como la compensación de la ilícita ventaja obtenida 

por quien consigue la aportación de los demás miembros de 

la sociedad, sin realizar por su parte la contraprestación 

equivalente. 

1. 2.- LAS SANCIONES PENALES 

Afirma Francesco Carnelutti4 que es obligación de 

los juristas construir una teoría general de las sanciones, de 

todas las sanciones, lo que está por hacerse para la totalidad 

de los actos humanos ya que solo entendiendo cuál es la 

4 Citado por Reynoso Dávila Roberto. Teoría General De Las Sanciones 
Penales. Primera Edición, Editorial Porrúa S. A. México Distrito Federal 
1996. Pág. 1 



naturaleza de cada sanción se podrá imponer, 

adecuadamente, la pena aflictiva de privar de libertad al 

hombre, en la eterna relación de crimen y castigo, que 

justifica la juricidad en todo el Derecho Penal en la inacabable 

lucha entre el bien y el mal. 

El tema de las sanciones penales constituye el 

remate de la parte general del Derecho Penal y comprende: 

a).- El fundamento y la naturaleza de las 

diversas especies de sanciones. 

b).- El arbitrio judicial y los diversos 

criterios para determinar las sanciones, su eficacia 

y su forma de ejecución; y 

c).- Las formas de extinción de la potestad 

para ejercer la acción y la ejecución de las 

sanciones. 

Las sanciones penales constituyen la reacción 

social contra el delito, el cual es obra del hombre al que se 

califica de delincuente, y es ella precisamente quien, a través 

de normas determine las formas en que sea reintegrado el 

derechos que les ha sido infringido, por eso, las sanciones 



penales deben entenderse como el resultado de un sentir 

social. 

CAPITULO SEGUNDO 

LA PENA 

2.1.-ANTECEDENTES 

La historia de las penas es sin duda más 

horrenda e infamante para la humanidad que la propia 

historia de los delitos; porque más despiadadas, y quizá más 

numerosas que las violencias producidas por los delitos, han 

sido las producidas por las penas y porque mientras que el 

delito suele ser una violencia ocasional y a veces impulsiva y 

obligada, la violencia infligida con la pena es siempre 

programada, consciente, organizada por muchos contra uno, 

por lo que no es arriesgado afirmar que el conjunto de las 

penas conminadas en la historia ha producido al género 

humano un coste de sangre, de vidas y de padecimientos 

incomparables superior al producido por la suma de todos los 

delitos. 



Sería imposible suministrar un inventario siquiera 

sólo sumario de las atrocidades del pasado concebidas y 

practicadas bajo el nombre de penas, pues han existido 

desde los sufrimientos más refinados hasta las violencias 

más brutales los que se han experimentado como pena en el 

curso de la historia. 

Sin volver a la crueldad de los antiguos 

ordenamientos, de Egipto a Asiria, de la India a China, 

bastará recordar la larga lista de las penas capitales tales 

como gladius, securis, crux, furca, culleum (cum cañe et gallo 

et vipera et simia), saxum tarpeium, crematio, bestiis obiectio, 

fames, decollatio, fustuarium previstas y practicadas en 

Roma, igualmente el incremento incontrolado del número de 

las ejecuciones capitales y de sus técnicas de ejecución 

como el ahogamiento, la asfixia en el fango, la lapidación, la 

rueda, el desmembramiento, la quema en vivo, la caldera, la 

parrilla, el emparedamiento, el empalamiento, la muerte por 

hambre, la consunción de la carne con hierro encendido y 

otras practicadas en los ordenamientos tardo-medievales; las 

hogueras levantadas contra los herejes y las brujas por la 

intolerancia y la superstición religiosa; las torturas, las horcas 

y los suplicios que han martirizado a Europa todavía en la 

Edad Moderna, hasta el siglo XVIII completo, parece que la 

fantasía humana no ha tenido límites ni frenos en inventar las 

formas más feroces de la pena de muerte y en aplicarlas 



incluso a las infracciones más leves como el hurto, el 

adulterio, la estafa, el falso testimonio, la falsificación de 

monedas, además de las innumerables formas de herejía, 

felonía, lesa majestad, traición y similares. 

Pero la ferocidad de las pena no pertenece, 

desgraciadamente, sólo al pasado, ya que la pena de muerte 

está todavía presente en casi todo el mundo ya que solo 

algunos estados la han abolido por completo5; en otros 

países, entre los cuales gran parte de los Estados Unidos, la 

Unión Soviética y la casi totalidad de los países africanos y 

asiáticos, es aplicada incluso en tiempo de paz; y en otros 

pocos países, entre los cuales Italia, Gran Bretaña y España, 

está prevista sólo para tiempo de guerra, por tanto, las 

víctimas de la pena de muerte se cuentan, todavía hoy, por 

millares cada año, igualmente, en muchas partes del mundo 

han sobrevivido hasta el siglo actual las penas corporales de 

los azotes y los bastonazos. 

En fin, a las penas legales señaladas por las 

cifras oficiales, se debe añadir la cifra negra de la vejaciones 

y violencias, extra-legales y extra-judiciales, que acompañan 

5 En nuestro país actualmente se encuentra consagrada en el artículo 22 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los 
Códigos Militares. 



en todo el mundo a la ejecución penal y más en general al 

ejercicio de las funciones policiales y judiciales. 

Por otra parte, si la historia de las penas es 

vergonzosa, no lo es menos la historia del pensamiento 

jurídico y filosófico en materia de penas, que lleva no poca 

responsabilidad por los horrores cometidos; por omisión, por 

no haber levantado seriamente su voz nunca, hasta el siglo 

de las luces, contra la inhumanidad de las penas; y por 

acción, por haber expresado casi siempre adhesión y apoyo a 

la pena de muerte. 

2.2.- DEFINICIÓN DE PENA 

Es incuestionable que la importancia del Derecho 

Penal radica en el binomio delito-pena, pero ésta, adquiere y 

representa mayor importancia, puesto que a través de ella se 

pretende combatir la comisión del primero. 

Para poder definir la pena, es necesario recurrir a 

su nacimiento o aparición en la historia de la humanidad y así 

en los albores de ésta, aparece como una forma primitiva de 

castigar a quienes de alguna manera habían causado un 

daño a la tribu o grupo al que pertenecían; el objeto de ese 



castigo, era desembarazarse del sujeto responsable que con 

su conducta había provocado el recelo del grupo, por ello la 

forma más común de castigar era la eliminación del sujeto, 

bien privándole de la vida o bien desterrándolo; es bastante 

claro, que el fundamento psicológico de este castigo, es el de 

tomar venganza hacia el ofensor. 

Filósofos, juristas, literatos y pensadores de 

distintos países y tiempos se han preocupado por el origen y 

la necesidad de la pena, el término proviene del vocablo 

latino poena y "denota el dolor físico y moral que se impone 

al transgresor de una ley", en sentido jurídico, la pena es una 

sanción personalmente coercitiva, que se conmina y se inflige 

al autor de un delito. 

Históricamente la pena deriva de la venganza y 

filosóficamente de la necesidad en que se encuentra la 

sociedad civilizada de ejercer la tutela de los derechos de un 

modo coactivo, así, la pena resulta una consecuencia lógica 

del delito. 

Sin embargo, existen pensadores que se 

atrevieron a negar la utilidad de la pena, poniendo de ejemplo 

a Thomas More6, decía, que el ius puniendi, según él, no es 

6 Citado por Arrióla Juan Federico. La Pena De Muerte En México. 
Editorial Trillas. Tercera Edición. México Distrito Federal 1998. Pág 64. 



sino un privilegio de la clase rica, incompatible con una 

distribución más equitativa de la riqueza y una vez que 

desapareciera el Estado con él dejarían de existir delitos y 

penas. 

Según Franz Van Liszt7 la palabra pena solo se 

encuentra desde principios del siglo XIV, su etimología es 

muy dudosa, establece que la pena es el mal que el juez 

penal inflige al delincuente a causa del delito, para expresar 

la reprobación social con respecto al acto y al autor. 

Francesco Antoliseil8 manifiesta que la palabra 

pena es sinónimo de castigo, indicando en general el dolor, el 

sufrimiento que se impone a quien ha violado un precepto. 

Carlos Fontán Balestra9 afirma que la pena tiene 

también función de castigo, pero entendida la palabra castigo 

no como malo sufrimiento, sino como llamado a la reflexión e 

imposición de una medida tendiente a evitar que el hecho se 

repita. 

7 Citado por Reynoso Dávila Roberto. Teoría General De Las Sanciones 
Penales. Primera Edición, Editorial Porrúa S. A. México Distrito Federal 
1996. Pág. 7 
8 Idem. 
9 Ibidem. 



En mi opinión, estimo que la definición de pena 

mas adecuada a la actualidad lo es la dada por Carlos Fontán 

Balestra, pues la pena es la sanción, previamente 

determinada en su mínimos y máximos por el legislador, a 

que se hace acreedor un individuo que ha cometido alguno 

de los delito así contemplados por la ley, sanción que 

consiste en la privación o restricción de sus bienes y/o 

derechos. 

2.3.- LAS PENAS COMO CONSECUENCIA 

JURÍDICA DEL DELITO. 

El problema del cuándo o del que castigar es 

aparentemente el más sencillo de todos los problemas de la 

legitimación del derecho penal, la respuesta que se da 

generalmente a esta pregunta por parte del pensamiento 

j u r id i co-fi I o sófi co es la expresada por la máxima nulla poena 

sine crimmine10 que constituye el axioma de nuestro sistema. 

La pena, según este principio formulado 

nítidamente en las célebres definiciones de Grocio, Pifendorf 

10 Conocido como "principio de legalidad en materia penal" y se 
encuentra contemplado en el artículo 14 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 



y Thomasuis, es una sanción infligida on malum actionis, o 

amtegressi delicit, o propter delictum, esto es, aplicable 

cuando se haya cometido un delito, que constituye su causa 

o condición necesaria y del que se configura como efecto o 

consecuencia jurídica11. 

Se trata del principio de retribución o del carácter 

de consecuencia del delito que tiene la pena, que es la 

primera garantía del derecho penal y que, como escribe Hart, 

expresa no el fin sino justamente el criterio de distribución y 

de aplicación de las penas, gracias a él la pena no es un 

prius, sino un posterius, no una medida preventiva o ante 

delictum, sino una sanción retributiva o post delictum12. 

Hay una conexión evidente entre la naturaleza 

retributiva de la pena y su función de prevención general de 

los delitos, la naturaleza legal de la retribución penal puede 

prevenir solamente la comisión de hechos delictivos, no la 

subsistencia de condiciones personales o de status como son 

la peligrosidad o la capacidad de delinquir u otras similares; 

por otra parte, la pena ejerce una función preventiva o 

intimidatoria sobre todo si se inflige al que la ha merecido ya 

11 Citado por Farrajoli Luigi. Derecho Y Razón Teoría Del Garantismo 
Penal. Cuarta Edición, Traducción De Andrés Ibañez Perfecto, Ruiz 
Miguel Alfonso, Bayón Mohíno Carlos, Terradillos Basoco Juan Y 
Cantarero Bandrés Rocío, Editorial Trotta. Valladolid España 2000. Pág 
368 
12 Idem. 



que se comparte lo sostenido por diversos autores de que 

"Retribución", es por definición "prevención". 

La garantía del carácter retributivo de la pena, en 

virtud de la cual nadie puede ser castigado más que por lo 

que ha hecho y no por lo que es, sirve precisamente para 

excluir, al margen de cualquier posible finalidad preventiva o 

de cualquier otro modo utilitarista, el castigo del inocente aún 

cuando se le considere de por sí malvado, desviado, 

peligroso, sospechoso o proclive al delito, etc. 

Hablando al respecto estimo que no me cabe la 

menor dudad que la totalidad de los seres humanos 

pensamos que todos los castigos de inocentes, ya sean 

grandes o pequeños, se oponen a la ley natural; porque el 

castigo se hace sólo debido a transgresión de la ley y por 

tanto no puede haber pena para un inocente. 

Al respecto nuestra Constitución Política vigente 

en los Estados Unidos Mexicanos en el artículo 14 se 

establece: "En los juicios del orden criminal queda prohibido 

imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, 

pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente 

aplicable al delito de que se trata", lo que significa que en 

nuestra legislación se limita la posibilidad de cometer una 

injusticia, en el sentido de sentenciar indebidamente a una 



persona por un delito inexistente, pues la concreción 

realizada por el juez tiene que ser exacta, de la norma al 

hecho delictivo, lo que constituye una garantía de seguridad 

jurídica para los gobernados, resumida en el principio de 

legalidad "nullum delictum sine lege". 

2. 4.- LOS PRINCIPIOS DE LAS PENAS 

Se ha establecido que la pena debe tener como 

base y fundamento de apoyo los siguientes principios: 

a).- Principio de necesidad. 

b).- Principio de justicia. 

c).- Principio de prontitud; y 

d).- Principio de utilidad 

A continuación procederemos a explicar 

brevemente en que consisten cada uno de estos principios. 

2. 4.1.- PRINCIPIO DE NECESIDAD 



El Estado debe estar plenamente seguro de que 

la pena debe ser necesaria para los fines que se propone 

pues si no lo es no debe aplicarse, ya que los derechos 

sagrados de la justicia se convertirían en una detestable y 

cruel tiranía, si hubiere algún hombre sobre la tierra que 

tuviese facultad para imponer penas que no sean 

absolutamente necesarias. 

Este es uno de los principios más importantes que 

desafortunadamente jueces y magistrados no lo entienden 

así y por consecuencia los problemas que generan con su 

alto criterio punitivo estimo es fatal para la sociedad. 

2. 4. 2.- PRINCIPIO DE JUSTICIA 

La pena debe ser justa en dos aspectos en 

cuanto a su proporción: 

Primero.- En relación a la fijación hecha por el 

legislador puesto que éste debe ser justo al establecer la 

proporción entre la conducta que se estima delictiva y la pena 

a aplicarse en caso de que alguien realice dicha conducta; y 



Segundo.- En lo referente a la persona del que 

juzga, quien al imponerla deberá hacerlo con el más recto 

criterio de que la pena impuesta al delincuente es la más 

justa y es la que merece. 

2. 4. 3.- PRINCIPIO DE PRONTITUD 

La pena debe ser pronta y esto significa, que 

cuando se debe imponer una pena se haga lo más pronto 

posible, pues la incertidumbre del procesado se convierte en 

un tormento psíquico durante el tiempo que dure dicha etapa. 

Este principio lo tenemos regulado en el artículo 

20 fracción VIII de nuestra Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos que textualmente señala: Serán 

juzgados antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya 

pena máxima no exceda de dos años de prisión; y antes de 

un año si la pena excediere de ese tiempo. 

La pena será tanto más justa y útil cuanto sea 

más pronta y más vecina al delito cometido, porque ahorra al 

reo los tormentos inútiles y fieros de la incertidumbre que 

crecen con el rigor de la imaginación y el sentimiento de la 

debilidad propia. 



2. 4. 4.- PRINCIPIO DE UTILIDAD 

La utilidad de la pena se obtiene, cuando con su 

aplicación, tanto el Estado como la sociedad, logran un 

beneficio; es decir, que esa utilidad en bien de la comunidad, 

debe ser muy superior al castigo que recibe o recibió en lo 

individual el delincuente, en mucho la utilidad de la pena 

viene asociada a sus fines, los cuales son: 

a).- La intimidación; y 

b).- La retribución. 

2. 5.- LAS CARACTERÍSTICAS DE LAS PENAS 

Las características de las penas, las cuales deben 

de tener ciertas peculiaridades que las distingan de los 

diversos medios y formas de combatir la criminalidad, pues 

éstas no son el único medio con el que cuenta el estado para 

ello, pues paralelamente se encuentran, a manera de 



ejemplo, las medidas de seguridad y la prevención, debiendo 

reunir las penas las siguientes características: 

a).- Característica de legalidad. 

b).- Característica de que las penas 

deben ser públicas. 

c).- Característica de que deben ser 

impuestas por autoridades jurisdiccionales. 

d).- Característica de que debe ser 

personalísima. 

e).- Característica de que deben ser 

impuestas para castigar y causar un 

sufrimiento en el sentenciado; y 

f).- Característica de que las penas 

solamente pueden aplicarse post-delictum y a 

imputables. 

A continuación procederemos a explicar 

brevemente en que consisten cada una estas características. 

2. 5. 1. CARACTERISTICA DE LEGALIDAD 



Las penas tienen que estar señaladas y 

plenamente establecidas en la Ley, en nuestro país sabemos 

perfectamente que el artículo 14 de la Constitución señala: 

"No podrá imponerse pena alguna que no esté decretada por 

una ley exactamente aplicable al delito de que se trate"; en 

consecuencia, este apoyo constitucional obliga que al 

elaborarse las leyes secundarias en las que se señale algún 

delito con su respectiva pena, ésta tendrá que ser precisada y 

definida con toda exactitud, además no basta la característica 

de legalidad sino que el legislador deberá ser más cauto para 

cuidar que la pena sea vigente y positiva, sino de nada sirve 

que exista en una ley. 

La característica de legalidad descansa en las 

siguientes afirmaciones: 

1.- No se podrá castigar ningún delito con 

pena que no esté previamente establecida en la 

ley (Garantía Jurídica). 

2.- No podrá aplicarse pena alguna sino en 

virtud de una sentencia firme (Garantía judicial). 



3.- No podrá ejecutarse pena alguna, en 

otra forma que la prevista por la ley, ni en otra 

circunstancia diferente a lo expresado en un texto 

(Garantía Ejecutiva). 

Por consecuencia téngase presente, que esa 

legalidad de la pena deberá estar comprendida en las 

siguientes leyes: Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, Código Penal o Leyes Administrativas (Delitos 

Especiales), Ley de Normas Mínimas para Sentenciados o 

sus similares en los Estados (ámbito ejecutivo de la pena). 

2. 5. 2.- CARACTERISTICA DE QUE 

LAS PENAS DEBEN SER PÚBLICAS 

Esto es que sólo el Estado, puede fijarlas en la 

Ley y sólo él puede ejecutarlas, esto obedece a la evolución 

de la pena a través de la Historia, cuando se les quita a los 

particulares la facultad de castigar a nombre propio y el 

Estado se arroga para sí la facultad de hacerlo, y es ahí 

donde la pena adquiere esa característica de ser pública. 



2. 5. 3.- CARACTERISTICA DE QUE DEBEN SER 

IMPUESTAS POR AUTORIDADES JURISDICCIONALES 

Esta característica significa que solamente la 

autoridad judicial puede imponerlas y su fundamento lo 

encontramos en el artículo 21 Constitucional que señala: "La 

imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

judicial". 

2. 5. 4.- CARACTERISTICA DE QUE 

DEBE SER PERSONALISTA 

Las penas no pueden trascender más allá de la 

persona responsable de la conducta delictuosa, en ello 

descansa esta característica, al respecto, el fundamento 

constitucional lo encontramos en el artículo 22 que prohibe 

las penas trascendentales. 

Sin embargo, en mi opinión muy personal, 

considero que este precepto es violado en el caso de la pena 

de reparación del daño, pues los códigos penales señalan 

que están obligados a la reparación del daño, entre otros, los 

ascendientes por los delitos de sus descendientes; los tutores 



y custodios por los delitos de los incapacitados que están 

bajo su guarda; los directores de internados o talleres por los 

delitos de los menores de 16 años que se encuentren en sus 

establecimientos como aprendices o discípulos. 

Conforme a la redacción se entiende que el 

legislador se está refiriendo a sujetos inimputables ya sean 

menores o incapacitados, y si ambos no son sujetos de 

Derecho Penal, no es aceptable entonces que una tercera 

persona tenga que responder por una sanción que no se 

puede imponer al inimputable puesto que al no ser sujeto de 

derecho penal no puede haber procedimiento y si no hay 

procedimiento no puede haber sentencia condenatoria. 

Ahora bien, si por ser exigible a tercero, deja de 

ser "pena pública" para convertirse en una Responsabilidad 

Civil, entonces se sale del ámbito del Derecho Penal y debe 

ser reglamentada por la referida vía legal. 

2. 5. 5.- CARACTERISTICA DE QUE DEBEN SER 

IMPUESTAS PARA CASTIGAR Y CAUSAR UN 

SUFRIMIENTO EN EL SENTENCIADO 



Esta característica de las penas ha sido motivo de 

diversas opiniones, pues en la actualidad es muy fuerte la 

corriente de quienes pretenden quitársela, esta confusión se 

generó al incorporar a la pena de prisión el utópico Régimen 

Progresivo- Técnico cuyo objetivo supuestamente es el de la 

readaptación del delincuente y no el castigo, pero como ya ha 

quedado señalado, la palabra pena se deriva de su raíz latina 

"Poena" que significa castigo o sufrimiento y surgieron con 

esa finalidad, aunque con mucha crueldad, lo cual no puedo 

aceptar hoy en día pero no por eso se les puede quitar la 

característica de referencia, pues entonces dejaría de ser 

pena. 

2. 5. 6.- CARACTERISTICA DE QUE LAS PENAS 

SOLAMENTE PUEDEN APLICARSE POST-DELICTUM Y A 

IMPUTABLES 

A continuación me referiré a dos características 

de las penas que adquirieron relevancia al surgir las llamadas 

Medidas de Seguridad; me refiero, a que se deben aplicar a 

post-delictum y únicamente a sujetos imputables. 

Sabemos perfectamente que todo presunto 

responsable de un hecho delictuoso debe ser oído y vencido 



en juicio, por consecuencia para imponer una pena al 

individuo, deberá ser procesado y si el juez lo encuentra 

culpable, le dictará una sentencia condenatoria en la que le 

fijará la pena a cumplir o a compurgar. 

Decía, que estas características adquieren 

relevancia cuando aparecen las Medidas de Seguridad 

porque mucho se insiste que éstas al perseguir la prevención 

más que la represión se pueden imponer ante-delictum, cosa 

que nunca se podrá hacer con las penas. 

La aplicación solo a imputables, implica el hecho 

de que siendo la pena un castigo para que sirva de 

escarmiento al responsable en los términos ya citados, es 

obvio que no se puede aplicar con esa intención al 

inimputable, pues éste al no ser sujeto de derecho penal no 

siente castigo y menos se intimida, pero sí, en cambio, 

merece un tratamiento, es decir, en las Medidas de 

Seguridad los destinatarios de las mismas son los 

inimputables preferentemente mientras que los destinatarios 

de las penas son invariablemente los imputables. 

2. 6.- LAS ESCUELAS 



No podemos dejar al margen de este tema, el 

comentario respecto al gran efecto que tuvieron las dos 

principales Escuelas Penales en relación a la pena. 

La Escuela Clásica es una consecuencia de la 

obra apasionada de Beccaria pues con ello estimula el 

nacimiento de un sistema penal científico, en plena armonía 

con las reivindicaciones de los derechos del hombre, 

restableciendo así, su dignidad de ser humano, a fin de 

contrarrestar los excesos de la justicia primitiva que venía 

imperando desde la antigüedad y subsistía aún durante la 

Edad Media. 

El principal exponente de esta escuela, Francisco 

Carrara señalaba como principales postulados de la misma: 

La razón y los límites del Derecho de castigar por parte del 

Estado; La reivindicación de las garantías para el individuo 

sujeto a proceso penal; y la oposición a la barbarie de las 

penas con que se castigaba al delincuente, concretando en 

este aspecto; la pena se basa en el libre albedrío y el fin es la 

retribución del mal por mal, la expiación y el castigo para 

quien comete el delito13. 

1 4 8 5 6 3 

13 Citado por Ramírez Delgado Juan Manuel. Penología Estudio De Las 
Diversas Penas Y Medidas De Seguridad. Primera Edición, Editorial 
Porrúa S. A. México Distrito Federal 1995. Pag 35. 



La Escuela Positiva o Positivista surge como la 

negación radical de la Escuela Clásica pretendiendo cambiar 

el criterio represivo del Estado en contra del responsable de 

un delito, y como se basa en la peligrosidad del sujeto, 

entonces la pena será medida adecuada de defensa, 

aplicable según las condiciones individuales, es decir que 

importa más la prevención que la represión; para esta 

escuela, sus ideales se reflejan en la actualidad en las 

llamadas Medidas de Seguridad. 

La influencia de estas dos corrientes del 

pensamiento punitivo marcaron la pauta para crear un criterio 

más o menos científico respecto a los fines de la pena, la 

primera estableciendo un carácter retributivo y castigador; y 

la segunda dando una característica de benignidad, al 

considerarla no como castigo sino como tratamiento del 

sujeto para su reincorporación a la sociedad. 

A manera de conclusión quiero insistir que a 

pesar de la importancia del tema de la pena, actualmente no 

se ha profundizado en su estudio de acuerdo a las nuevas 

formas del pensamiento penal, acorde a una realidad social, 

política y económica de finales del siglo XX, y que mucho 

trasciende al poder punitivo del Estado y su sistema de 

gobierno y todo por sacudirse una realidad ya ida de la etapa 



en que surgió la pena; y lo peor de todo la desesperante 

apatía y resistimiento para incorporarse al presente y vivirlo. 

2. 7.- CLASIFICACIÓN DE LAS PENAS EN EL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN 

A continuación, de una manera enunciativa, y sin 

hacer ningún comentario o critica al respecto, ello por no ser 

lapret central de la presente investigación, mencionaremos 

las penas aplicables en nuestro estado, las cuales se 

encuentran contempladas en nuestro Código Penal, 

específicamente en el Libro Primero, Parte General, Titulo 

Cuarto, Capítulo Primero en el cual el artículo 46 establece 

que las sanciones aplicables por la comisión de delitos, son: 

Prisión; Multa; Inhabilitación; Suspensión y privación de 

derechos; Caución de no ofender; Amonestación; Publicación 

especial de sentencia; Confinamiento; Suspensión, disolución 

o intervención de sociedades; o prohibición de realizar 

determinados actos; Pérdida de los instrumentos del delito y; 

Las demás que fijen las Leyes, además establece que el 

responsable de un delito cometido en agravio de una persona 

frente a la cual tenga derechos de patria potestad o tutela, o 

derechos hereditarios o de alimentos, adicionalmente podrá 

ser condenado a la pérdida de tales derechos. En todo caso 



continuarán vigentes los derechos hereditarios o de alimentos 

que la víctima tenga respecto del responsable del delito. 

Por su parte, en Libro Primero, Parte General, 

Titulo Cuarto, Capitulo II, define cada una de las anteriores 

penas a las cuales establece que la prisión consiste en la 

privación temporal de la libertad, durante un lapso no menor 

de tres días ni mayor de cuarenta años, de acuerdo con las 

sanciones que a cada delito fijen las leyes; se cumplirá en los 

lugares o establecimientos que fijen las leyes, los 

reglamentos o las autoridades administrativas, con la 

finalidad de ejercer sobre el interno una acción readaptadora; 

La sanción de prisión produce la suspensión de los derechos 

políticos y los de tutela y cúratela, y la facultad de ser 

apoderado, defensor, albacea, perito, depositario o 

interventor judicial, síndico, interventor en quiebras, árbitro, 

administrador y representante de ausentes. 

A su vez establece que la multa consiste en pagar 

al Estado la suma pecuniaria que se fije en la sentencia, 

conforme a la Ley aplicable al caso concreto, y será 

considerada como pena pública. 

La inhabilitación, suspensión y perdida de 

derechos, es de dos clases: I.- La que por ministerio de la Ley 

resulte de una sanción, como consecuencia necesaria de 



ésta; y II.- La que por sentencia se impone como sanción, en 

cuanto a la primera clase, la inhabilitación suspensión y 

pérdida de derechos, comienza y concluye con la sanción 

que es consecuencia; Para la segunda clase, si se impone 

con otra sanción privativa de la libertad, comenzará al 

terminar ésta, y su duración será la señalada en la sentencia. 

La inhabilitación consiste en la incapacidad 

decretada por el Juez para que un servidor público, a 

excepción hecha de los altos servidores públicos de la 

Federación o de los Estados, en los términos fijados en los 

Artículos 110 de las Constituciones Políticas Federal y Local 

o en las Leyes especiales, pueda ocupar un cargo público de 

nombramiento o elección popular durante los términos que 

fije la Ley y no será mayor de doce años. 

La suspensión consiste en la privación temporal 

de los derechos civiles o políticos que marca la Ley, por el 

lapso señalado en la misma, sin que pueda ser mayor de seis 

años. 

La pérdida de los derechos civiles o políticos es la 

privación definitiva, en los casos especialmente señalados 

por la Ley. 



La caución de no ofender consiste en la garantía 

que el juez debe exigir al sentenciado, en los casos que 

proceda legalmente y lo estime conveniente, para que no 

cause un nuevo daño al ofendido, y que será fijada 

atendiendo a sus condiciones personales. Si el nuevo daño 

se realiza, la garantía se hará efectiva en favor del ofendido; 

si el sentenciado prueba que no pudo otorgar la garantía, el 

juez la substituirá por vigilancia de las autoridades. 

La amonestación consiste en la advertencia que el 

juez hace al sentenciado sobre las consecuencias del delito 

que cometió, excitándolo a la enmienda y conminándolo con 

que se le impondrá la sanción que le corresponda como 

reincidente, en caso de que vuelva a delinquir. Esta 

amonestación se hará en público o en privado, según 

parezca prudente al juez. 

La publicación especial de sentencia consiste en 

la inserción total o parcial de ella, en uno de los periódicos 

que circulen en la localidad. El juez escogerá el periódico y 

resolverá la forma en que debe hacerse la publicación; La 

publicación de la sentencia legalmente prevista se hará, en 

su caso, a costa del delincuente o del ofendido, si éste lo 

solicitara, o del Estado, si el juez lo estima necesario; El juez 

podrá, a petición y a costa del ofendido, ordenar la 

publicación de la sentencia en entidad distinta o en algún otro 



periódico; La publicación de sentencia se ordenará 

igualmente a título de reparación y a petición del interesado, 

cuando éste fuera absuelto, el hecho imputado no 

constituyera delito, o el no lo hubiere cometido, y en el 

supuesto previsto por el Artículo 113 de este Código; Por 

último, si el delito por el que se impuso la publicación de 

sentencia fue cometido por medio de la prensa, además de la 

publicación a que se refieren los artículos anteriores, se hará 

también en el periódico empleado para cometer el delito, con 

el mismo tipo de letra, igual color de tinta y en el mismo lugar. 

El confinamiento consiste en la obligación de 

residir en determinado lugar y no salir de él. El Ejecutivo hará 

la designación del lugar, conciliando las exigencias de la 

tranquilidad pública con la salud y las necesidades del 

sentenciado, confinamiento que no podrá exceder de seis 

años. 

A su vez se establece que cuando algún miembro 

o representante de una persona moral, sociedad, corporación 

o empresa de cualquier clase, con excepción de las 

instituciones del Estado, cometa un delito con los medios que 

para tal objeto las misma entidades le proporcionen, de modo 

que resulte cometido a nombre o bajo el amparo de la 

representación social o en beneficio de ella, el Juez podrá, 

con audiencia de la persona moral, aplicar las sanciones 



previstas en el inciso h) del Artículo 46. La disolución 

extinguirá la persona moral, que no podrá volver a 

constituirse ni en forma encubierta. 

La intervención consiste en remover a los 

administradores de la persona moral, encargando su función 

temporalmente a un interventor designado por el Juez, 

intervención que cesará cuando los órganos de la empresa 

substituyan a las personas que habían cometido el hecho 

delictuoso. Los jueces convocarán a la celebración de las 

asambleas o reuniones señaladas por la Ley; Los Jueces 

podrán prohibir a las personas morales la realización de 

determinadas operaciones, según lo amerite el caso, y lo 

resolverán en sentencia. 

Y concluye estableciendo que el delito doloso 

determina la pérdida, en favor del Estado, de los instrumentos 

con que se cometan, respetando los derechos de terceros. 

CAPITULO TERCERO 

LAS CLASES DE PENAS 

3.1.- CRISIS DEL SISTEMA ACTUAL DE PENAS 



El sistema de penas ha entrado en una profunda 

crisis, a la cual han contribuido múltiples factores entere los 

que se encuentran la creciente ineficiencia de las técnicas 

procesales, que en todos los países evolucionados ha 

provocado un aumento progresivo de la prisión provisional 

respecto del encarcelamiento, la acción de los medios de 

comunicación que ha conferido a los procesos, sobre todo a 

los seguidos por delitos de particular interés social, una 

resonancia pública que a veces tiene para el reo un carácter 

aflictivo y punitivo bastante mas terrible que las penas; la 

inflación del derecho penal que parece haber perdido toda 

separación del derecho administrativo, el cambio de las 

formas de la criminalidad que se manifiesta en el desarrollo 

del crimen organizado y por otra parte, de una 

microdelincuencia difusa, ambos ligados al mercado de la 

droga; la disminución, no obstante, de los delitos de sangre y 

el incremento sobre todo de los delitos contra el patrimonio; 

que hacen que resurjan las penas privativas de libertad 

demasiado largas. 

En las actuales circunstancias ni las penas 

privativas de libertad, ni las penas pecuniarias, parecen estar 

en condiciones de satisfacer los fines que justifican el 

derecho penal; unas por demasiado aflictivas, las otras por 

demasiado poco, y tanto unas como otras por ineficaces o, 



peor aun, contraproducentes, en cuanto a las penas 

privativas de derechos su disciplina se va revelando cada vez 

más inadecuada e irracional, y todavía es más inaceptable, 

su inutilidad. 

Es usual en la doctrina contraponer a la pena por 

excelencia, la privativa de libertad, otras que, sin afectar al 

derecho de la propiedad, restringen o suspenden el ejercicio 

de otros derechos fundamentales de carácter político, 

profesional o civil. 

La nueva tendencia respecto a las penas ha 

tendido como consecuencia que el legislador de que 

introduzca otras nuevas o modifique en profundidad el 

contenido de algunas ya existentes en el Código Penal, en 

efecto, se han hecho desaparecer las penas de 

extrañamiento, destierro y confinamiento, ya que el origen de 

estas penas se remontaba al Derecho romano y germánico e 

históricamente se utilizaban para perseguir a los enemigos 

políticos y en la actualidad no existe justificación político-

criminal alguna para seguir manteniendo tal clase de penas 

cuando nuestra Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos no permite ningún género de discriminación ante 

la ley por razones de opinión. 



Así las cosas se ha dicho que ha existido una 

radical reforma del sistema de penas ya que éstas se 

encuentran encaminadas a los siguientes objetivos: 

a).- Alcanzar en lo posible los objetivos de 

resocialización que la Constitución asigna a las 

consecuencias jurídicas. 

b).- Ampliar las posibilidades de sustituir 

las penas privativas de libertad por otras que 

afecten a bienes jurídicos menos básicos. 

Podemos resumir que una de las tareas más 

importantes que se impone a la actual reflexión filosófico-

penal es por tanto la formulación, sobre la base de un 

repensamiento radical de la naturaleza de la pena, de un 

nuevo sistema de penas alternativas a las vigentes, pero hay 

que recalcar que se trate efectivamente de penas alternativas 

y no de medidas alternativas, las cuales deberán ser aptas 

para satisfacer como penas principales el doble fin del 

derecho penal dentro de una perspectiva de racionalización y 

de minimización del sistema sancionador, la anterior 

conclusión será abordada mas a fondo en el Capítulo 4.10, al 

estudiar lo relativo a las sanciones de apoyo de el trabajo en 

beneficio de la comunidad. 



3. 2.- PENAS ALTERNATIVAS A LA PRISION 

Un síntoma, de la crisis de las penas privativas de 

libertad es sin duda, el desarrollo de las medidas alternativas 

y de las sanciones sustitutivas, que representan quizá las 

principales innovaciones de este siglo en materia de técnicas 

sancionadoras. 

Pero este desarrollo es también, un signo de la 

resistencia tenaz del paradigma carcelario, medidas 

alternativas y sanciones sustitutivas no han sustituido en 

realidad a la pena de cárcel como penas o sanciones 

autónomas, pero se han sumado a ella como su eventual 

correctivo, terminando así por dar lugar a espacios 

incontrolables de discrecionalidad judicial o ejecutiva. 

Actualmente se ha desarrollado en el derecho 

penal la denominada política criminal reduccionista, la cual 

parte de la premisa de que el derecho penal, y en particular la 

pena de prisión, no es el instrumento principal para reducir o 

contener la criminalidad sino que, al contrario, el mayor nivel 

de desarrollo social y de igualdad social de un país se 

demuestra con su capacidad de resolver los conflictos 

sociales con el menor uso de los instrumentos más coactivos, 



como son los utilizados por el derecho penal y en el caso 

concreto la pena de prisión. 

Los autores que durante estos años se han 

ocupado del tema de las alternativas a la prisión han escrito, 

obviamente, movidos por la creencia de que los sistemas 

penales hacen un uso excesivo de la prisión pero, 

seguramente la razón más acogida para defender las 

alternativas a la prisión ha sido su asumida capacidad para 

conseguir fines de prevención especial o rehabilitación. 

Junto a las políticas sociales que pretenden incidir 

en el nivel de criminalidad se encuentran las que pretenden 

limitar la intervención penal, dentro de estas últimas destacan 

la descriminalización, la despenalización, la descarcelación y 

la limitación de la severidad de las penas de prisión. 

El instrumento más claramente reduccionista es la 

descriminalización, la cual consiste en dejar sin sanción 

determinada clase de ilícitos penales. 

La despenalización consiste en que determinada 

clase de ofensas deje de ser tutelada mediante el derecho 

penal y pase a serlo mediante otros instrumentos de tutela, 

como pueden ser, el derecho civil o el derecho administrativo, 

en este caso, el efecto reduccionista se produce en la medida 



en que las sanciones utilizadas por estos instrumentos 

alternativos de tutela tales como las reparaciones, penas 

privadas, multas, privaciones de derechos no básicos no 

supongan privación de libertad ni estén reforzadas frente al 

incumplimiento con sanciones privativas de libertad. 

La descarcelación consiste en que, dentro del 

derecho penal, una clase de ofensas, con carácter general o 

sólo para cierta clase de ofensores, deje de ser castigada 

mediante penas privativas de libertad y pase a serlo mediante 

medidas alternativas a la prisión tales como sanciones 

adoptadas frente a una persona por la realización de una 

infracción penal, que no suponen privación total de libertad en 

una institución. 

En el ámbito del derecho comparado, entre las 

alternativas más frecuentes a la pena de prisión pueden 

señalarse las siguientes: 

3.2.1.- DIVERSION O DERIVACIÓN.-

Consistentes en que los órganos encargados de la ejecución 

no proceden a denunciar o a causar por el delito sin 

establecer condiciones o subordinándolo a determinadas 

exigencias, como puede ser la reparación. 



3. 2. 2.- PERDÓN O DISPENSA.- Consistente en 

que el juez no dicta condena por el delito realizado, sin que 

éste suela comportar antecedentes. 

3. 2. 3.- PERDÓN O DISPENSA CONDICIONAL 

Y SUSPENSIÓN DEL FALLO.- Consiste en que el juez no 

dicta condena subordinadamente a que la persona no delinca 

durante determinado período de tiempo; 

3. 2. 4.- AMONESTACIÓN.- Consiste en una 

reprobación oral realizada por el juez por el delito realizado; 

3. 2. 5.- CAUCIÓN DE CONDUCTA.- La cual 

obliga al ofensor a pagar una cantidad como garantía de que 

se comportara de determinada manera. 

3. 2. 6.- REPARACIÓN.- Consistente en la 

obligación del autor del delito de compensar a la víctima. 

3. 2. 7.- MULTA.- Consiste en la obligación de 

pagar una cantidad de dinero. 

3. 2. 8.- PROBATION.- Consistente en que la 

persona es asistida y supervisada durante un tiempo. 



3. 2. 9.- PROBATION INTENSIVA.- Consiste en 

que la persona sufre una mayor control de sus actividades y, 

normalmente, debe participar en determinadas tareas de 

tratamiento, que suelen ser realizadas en un marco 

institucional, a lo que se pueden añadir otras exigencias 

como residir en determinadao lugar. 

3. 2. 10.- TRABAJO AL SERVICIO DE LA 

COMUNIDAD.- Consistente en la obligación de trabajar 

determinadas horas sin recibir retribución. 

3. 2. 11.- INHABILITACIÓN.- Consistente en la 

privación del ejercicio de algún derecho por determinado 

tiempo, como puede ser la conducción de vehículos, el 

ejercicio de determinada profesión, el acceso a cargos 

públicos u otros. 

3. 2. 12.- SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE 

LA CONDENA.- Consistente en que la condena, 

normalmente de prisión, no se ejecuta, condicionalmente a 

que la persona, durante determinado período de tiempo, no 

delinca y/o además, cumpla con determinadas reglas de 

conducta. 

3. 2. 13.- TOQUE DE QUEDA "CURFEW 

ORDER".- El cual consiste en obligar a la persona a 



permanecer en determinado lugar durante determinadas 

horas al día, previéndose en algunos casos la posibilidad de 

control electrónico. 

3. 2. 14.- ARRESTO DOMICILIARIO.-

Consistente en la obligación de permanencia en el domicilio 

por determinado período, siendo la sanción en algunos 

sistemas controlada en forma electrónica. 

Otras sanciones que han sólido ser consideradas 

alternativas a la prisión pero que quizá mejor podrían ser 

consideradas formas atenuadas de pena de prisión son: 

3. 2. 15.- SEMILIBERTAD.- Consistente en la 

obligación de pasar determinadas horas del día en la prisión. 

3. 2. 16.- PRISIÓN INTERMITENTE O ARRESTO 

DE FIN DE SEMANA.- Consistente en la obligación de 

estancia en prisión determinados días de la semana durante 

determinado tiempo. 

El ultimo instrumento para llevar a cabo una 

política reduccionista lo es la limitación de la severidad de la 

prisión, como es sabido, la tasa de población reclusa de un 

país depende de las siguientes dos variables, el número de 

entradas en prisión y la duración de la estancia, junto a la 



reducción de la duración de las condenas de prisión, existen 

diversos mecanismos que permiten que una persona 

condenada a pena de prisión vea acortada su estancia, entre 

los que destacan la remisión, por la cual la pena se acorta en 

forma automática o como consecuencia de realizar 

determinadas actividades y la libertad condicional que 

consiste en que la persona pasa en libertad una parte de su 

condena, subordinadamente a que no delinca y/o además, a 

que cumpla con determinadas reglas de conducta. 

De todos los medios mencionados para reducir el 

uso de la prisión, la descarcelación, esto es, el uso de penas 

alternativas es, paradójicamente el más utilizado, y ha 

resultado ser también el más problemático para conseguir 

dicha reducción. 

Una de tales dificultades radica en que 

normalmente los sistemas penales que recurren en forma 

importante a las alternativas suelen usar la prisión como 

forma de garantizar el cumplimiento de estas. 

Lo anterior es un indicio de que el logro de 

efectos de reducción de la prisión mediante las alternativas 

no es un proceso natural sino más bien un objetivo difícil de 

conseguir, y por el momento, dada la presión social que al 

efecto existe, tenemos que aceptar que en caso de 



incumplimiento a la pena del trabajo en beneficio de la 

comunidad impuesta, deba sustituirse por la pena de prisión, 

y es esta intimidación lo que robustece su carácter de pena. 

Cabe destacar que existe un escaso ámbito de 

aplicación de las penas alternativas en las legislaciones, y en 

particular del trabajo en beneficio de la comunidad, pero no 

obstante se puede intentar explotar las posibilidades que 

ofrece de aplicar esta alternativa con el objetivo de reducir el 

uso de la prisión. 

Adelantando un poco la materia del capítulo 

siguiente expongo los pasos que, a mi juicio, se deberían 

seguir para garantizar la reducción del uso de la prisión para 

lo propongo sustituir la prisión por trabajo en beneficio de la 

comunidad y cuando exista un rechazo voluntario al 

cumplimiento del trabajo en beneficio de la comunidad se 

ejecutará la pena de prisión inicialmente impuesta. 

CAPITULO CUARTO 

EL TRABAJO EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 

4. 1.-INTRODUCCIÓN 



A principios de los años setenta se depositaron 

grandes esperanzas en una nueva alternativa la pena de 

prisión, la llamada sanción de trabajo en beneficio de la 

comunidad, esta sanción consistente en que el infractor debe 

realizar un determinado número de horas de trabajo no 

retribuido para el interés general, esta alternativa fue elogiada 

desde diversas filosofías, ya que se la veía tanto como un 

castigo capaz de sustituir a la prisión y a su vez se creía que 

conseguiría rehabilitar al delincuente introduciéndolo en el 

mundo del trabajo y, además, se consideraba que sería una 

sanción que restauraría a la colectividad el beneficio que 

debía obtener o nunca haber resentido por el daño sufrido 

como consecuencia de la comisión de un delito14. 

Desde entonces la cultura penal y criminológica, 

especialmente la anglosajona, ha procedido a analizar el 

funcionamiento de esta sanción y, paralelamente, ha 

reflexionado sobre los fines y principios estructuradores que 

deben guiar el trabajo en beneficio de la comunidad como 

pena alternativa a la prisión. 

El objetivo básico de la presente investigación es 

exponer esta reflexión, la cual, a mi juicio, resulta relevante 

14 Cid Moliné José, Penas Alternativas A La Prisión. Primera Edición. 
Bosch Casa Editorial S. A. Barcelona España 1997. Pág. 93 



para la valoración crítica y la aplicación futura de la sanción 

del trabajo en beneficio de la comunidad como pena 
s 

alternativa a la prisión. 

En concreto, en la presente investigación se 

abordaran las siguientes cuestiones: 

a).- En primer lugar se analiza el 

funcionamiento del trabajo en beneficio de la 

comunidad en los países que más lo han 

experimentado. 

b).- En segundo lugar, de entre las 

filosofías en disputa, se acoge una justificación del 

trabajo en beneficio de la comunidad basada en 

su capacidad de sustituir el uso de la prisión; y 

c).- Para finalizar, se valorará la regulación 

del trabajo en beneficio de la comunidad en la 

legislación penal y se sugieren algunas pautas 

para su uso. 

Aunque el trabajo en beneficio de la comunidad 

se ha extendido en los últimos años a muchos países 

europeos, la experiencia más consolidada ha sido la que se 

produce en Inglaterra, de ahí que, en primer lugar, explique 



las motivaciones para la introducción del trabajo en beneficio 

de la comunidad en Inglaterra y aluda a la legislación inglesa 

que ha influido en la mayoría de legislaciones europeas sobre 

la materia. 

A su vez, también se abordarán los principales 

problemas que se han detectado en el funcionamiento del 

trabajo en beneficio de la comunidad, haciendo especial 

hincapié en aquellas investigaciones relativas a su efectividad 

en el cumplimiento de los distintos fines con los que suele 

justificarse. 

4. 2.- EL ORIGEN DEL TRABAJO EN 

BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 

En el estudio de Young15 se considera que la 

razón para introducir nuevas alternativas, como el trabajo en 

beneficio de la comunidad llamado "Community Service 

Order" en Inglaterra, fue la voluntad de reducir el uso de la 

prisión y sobre ello se plantean dos cosas, ¿qué motivaciones 

influían la voluntad de reducir el uso de la prisión? y, 

15 Dicho estudio junto con el de Wooton fue la base de la introducción 
del trabajo en beneficio de la comunidad en Inglaterra, según cita que al 
respecto hace Cid Moliné José, Penas Alternativas A La Prisión. Primera 
Edición. Bosch Casa Editorial S. A. Barcelona España 1997. Pág. 95. 



segundo, ¿por qué se necesitaban nuevas alternativas para 

cumplir con este objetivo? 

Sobre la primera pregunta o sea las motivaciones 

para reducir el uso de la prisión, baraja el autor cuatro 

hipótesis: 

a).- El humanitarismo, ya que en los años 

sesenta habían aumentado las críticas a la 

prisión. 

b).- La inefectividad rehabilitadora de la 

prisión que había pasado a ser discurso oficial. 

c).- La masificación en las cárceles la 

población reclusa no había dejado de crecer 

desde 1948; y 

d).- Las razones económicas que 

representan un elevado costo de la cárcel frente a 

las penas alternativas y la posibilidad de que 

éstas fueran aplicadas por los servicios sociales 

ya existentes. 

Considera que, si bien es cierto que la totalidad 

de las razones expuestas son importantes, fue la motivación 



económica la más decisiva para implementarla, opinión con la 

cual estoy de acuerdo, no obstante, estimo que en mucho 

influyó el que desde aquellas fecha se haya detectado la 

inefectividad rehabilitadora de la prisión, solo que al igual que 

hoy en día, no puede aceptase abiertamente ante la opinión 

pública. 

En cuanto a la segunda pregunta, o sea la 

necesidad de nuevas alternativas para reducir el uso de la 

cárcel el autor considera que las alternativas clásicas en 

Inglaterra la multa y la probation tenían problemas de 

aplicación, la multa tanto por las dificultades de ejecución 

como por el recurso a la cárcel para garantizar su 

cumplimiento y la probation porque había disminuido mucho 

la confianza en su eficacia rehabilitadora y, en todo caso, se 

veían insuficientes para absorber el incremento de la 

criminalidad que se produce a partir de finales de los años 

cincuenta. 

Como explica Young, la peculiaridad del trabajo 

en beneficio de la comunidad frente a otras alternativas que 

se fueron introduciendo en esos años es que quienes la 

apadrinaron consideraban que la nueva sanción tendría 

capacidad de adecuarse a filosofías penales que podrían 

considerarse opuestas. 



Al respecto, en primer lugar se la veía como una 

alternativa de mayor severidad que la multa o la probation y, 

por tanto, con capacidad para sustituir a la prisión en la 

prevención de la delincuencia, en segundo lugar, se 

consideraba que el trabajo en beneficio de la comunidad 

permitiría dar una respuesta a las necesidades de la víctima, 

cuyas preocupaciones empiezan a ser más atendidas a partir 

de finales de los años cincuenta; Por último, se creía que el 

trabajo en beneficio de la comunidad podría ser más eficaz 

en la rehabilitación que la "probation", en la medida en que 

esta última estaría anclada en una concepción individual de la 

rehabilitación, descargando todo el peso en el propio 

infractor, mientras que el trabajo en beneficio de la 

comunidad permitiría reforzar los lazos entre el individuo y la 

comunidad, a través de la relación del infractor con personas 

que voluntariamente dedicaban parte de su tiempo a 

satisfacer necesidades de la colectividad. 

4. 3.- EL TRABAJO EN BENEFICIO DE LA 

COMUNIDAD EN LA LEGISLACIÓN INGLESA 

La legislación inglesa del trabajo en beneficio de 

la comunidad ha servido de pauta para la introducción de 

esta alternativa a la prisión en otros países, es por ello que 



resulta de interés exponer esta legislación anotando algunas 

diferencias significativas de otras legislaciones. 

Como un requisito primordial se cita el de que el 

infractor debe tener 18 años o más, pero también es posible 

imponer trabajo en beneficio de la comunidad, en el ámbito 

de la legislación de menores, a los jóvenes de 16 y 17 años. 

Otro de los requisitos lo es el de que la sanción 

puede imponerse a cualquier delito punible con pena de 

prisión, salvando los casos excepcionales en que la pena de 

prisión es obligatoria. 

Una nota distintiva de dicha legislación también lo 

constituye el hecho de que la sanción debe consistir en un 

mínimo de 40 horas y un máximo de 240, las cuales debe 

especificar el tribunal en la sentencia y debe ser cumplida en 

un plazo máximo de 12 meses. 

De igual manera, para imponer trabajo en 

beneficio de la comunidad los tribunales deben disponer de 

un informe, realizado por el servicio de probation, en el cual 

se determine la adecuación del infractor para el cumplimiento 

de esta sanción, además, el tribunal debe entender que el 

trabajo en beneficio de la comunidad es la sanción más 

idónea para el infractor. 



También el tribunal debe hacer un juicio de 

proporcionalidad que le lleve a concluir que el delito realizado 

es suficientemente grave para excluir la imposición del 

perdón o de la multa y el número de horas debe determinarse 

en función de la gravedad de la ofensa y para que el tribunal 

imponga trabajo en beneficio de la comunidad se requiere el 

consentimiento del infractor. 

Entrando en la cuestión relativa a el trabajo a 

realizar por el penado, el trabajo debe ser realizado durante 

el tiempo libre del infractor, preferentemente durante los fines 

de semana o tras la finalización de la jornada laboral, sin que 

interfiera con su horario de trabajo o con su religión. 

Refiere también el hecho de que para iniciar un 

procedimiento de incumplimiento se requieren por lo menos 

dos previas advertencias al infractor. 

Si se trate de un incumplimiento ordinario, tales 

como las ausencias injustificadas, el tribunal dispone de tres 

alternativas: 

a).- Una multa. 



b).- El aumentar las horas de trabajo en 

beneficio de la comunidad; o 

c).- Revocar la sanción y volver a castigar 

al infractor por el delito realizado. 

Si se trata de incumplimiento extraordinario, o sea 

el rechazo al cumplimiento de la sanción el tribunal debe 

revocar la sanción y volver a castigar por el delito realizado. 

La comisión de un nuevo delito no se considera 

en sí misma incumplimiento pero puede dar lugar también a 

la revocación, la cual sólo es obligatoria cuando el nuevo 

delito es castigado con pena de prisión, en todos los casos 

que lleguen a darse de revocación, al aplicarse la nueva 

sanción por el delito inicial realizado el tribunal debe tener en 

cuenta la parte de trabajo en beneficio de la comunidad 

cumplida. 

4. 4.-EL TRABAJO EN BENEFICIO 

DE LA COMUNIDAD 

EN OTRAS LEGISLACIONES 



Se trata de una pena ampliamente conocida en el 

Derecho comparado, por ejemplo, en el Código Penal alemán 

y portugués aparece como sustitutivo de la pena de multa, en 

el italiano de la pena de arresto y en el francés como pena 

correccional asociada a la comisión de delitos menos graves, 

en el Código Penal español se utilizan sólo como pena 

sustitutoria para el arresto de fin de semana cuando aparece 

como pena principal y sustitutiva de la responsabilidad 

personal subsidiaria generada por impago voluntario de los 

días-multa y multa proporcional. 

4. 5.-EL TRABAJO EN BENEFICIO DE LA 

COMUNIDAD EN NUESTRA LEGISLACION. 

El Trabajo en beneficio de la comunidad se 

encuentra contemplado en varias legislaciones en nuestro 

país, incluso en nuestro estado de Nuevo León, legislaciones 

que van desde bandos de buen gobierno, códigos e incluso 

diversos pronunciamientos al respecto por parte de nuestra 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, al respecto 

mencionares algunas de ellas y parte de su contenido. 

El Bando municipal de Tezoyuca, Estado De 

México en su artículo 219 establece que "Únicamente el 



Presidente Municipal podrá condonar o conmutar una multa 

impuesta a un infractor considerando las circunstancias del 

caso. La conmutación se hará por trabajo comunitario esta 

facultad podrá delegarla específicamente en un órgano de la 

Administración Municipal", pos su lado el Bando de Policía y 

Buen Gobierno de la ciudad de Hermosillo sonora en su 

artículo 164 establece que "El incumplimiento de las 

disposiciones establecidas en el presente ordenamiento que 

no tengan sanción expresa, se castigará con una multa 

consistente en la cantidad que resulte de multiplicar, en una 

gama que va de tres a cien veces, el salario mínimo diario 

vigente en la ciudad de Hermosillo, al momento de imponerse 

la sanción. La sanción correspondiente dependerá de la 

seriedad de la falta. Las sanciones serán las siguientes: 

Sanción 11: Trabajo a favor de la comunidad, que será 

permutado por el arresto, con base en las prevenciones de 

este Bando", la anterior determinación por principio la 

estimamos incorrecta, ya que aquí pasa lo contrario al fin que 

persigue la presente investigación, que lo es de evitar 

precisamente la privación de la libertad, pero 

afortunadamente en el mismo ordenamiento rectifica a mi 

criterio la anterior postura, al establecer en su artículo 175 

que "En los casos en que el Juez hubiere impuesto sanción 

de arresto al infractor o infractores, podrá conmutarse el 

arresto por trabajo a favor de la comunidad, a solicitud del 

propio infractor". 



Por su parte el Código Penal del Estado de Nuevo 

León en su artículo 51 establece que "Para la fijación de la 

cuantía de la multa, el Juez deberá tomar en consideración la 

capacidad económica del sentenciado; cuando éste no 

pudiera pagar la multa que se le hubiere impuesto como 

sanción, el Juez fijará en substitución de la misma los días de 

trabajo en beneficio de la comunidad, que no podrán exceder 

de noventa" antes de la reforma del 29 del mes de Enero de 

1997 decía que los días de trabajo en beneficio de la 

comunidad no podrían exceder de treinta. 

Al respecto, es de destacarse que de acuerdo a lo 

aquí expuesto desde el año de 1997 a la fecha ha existido 

una tendencia en el estado de Nuevo León de echar mano 

del trabajo en benéfico de la comunidad en su sistema penal. 

Actualmente existe un proyecto de reformas al 

Código Penal del estado de Nuevo León propuesto por el 

ejecutivo, en el que el DR. Gonzalo Francisco Reyes Salas, 

Presidente de la Comisión Revisora del Proyecto de 

Reformas del Código Penal del estado, y redactor del referido 

proyecto e iniciativa de reforma, entre otras interesantes 

cosas propone que se aplique el trabajo en beneficio de la 

comunidad como pena alternativa a la prisión, en aquellos 

casos en que la pena a imponer no exceda de cuatro años, al 



respecto, es de mencionarse que estoy completamente de 

acuerdo en que se incluya el trabajo en beneficio de la 

comunidad como pena en nuestro Código Penal, sólo que 

variamos en lo relativo a las condiciones de la imposición de 

la misma, pues estimo que deberá aplicarse aquellos delitos 

en los que la pena impuesta no exceda de cinco años y no de 

cuatro como se plantea en la referida iniciativa. 

La anterior critica resulta del hecho de que a su 

vez en la referida iniciativa se contempla que se aplicará la 

condena condicional a aquellos sentenciados cuya pena 

impuesta no exceda de cinco años, lo anterior se traduce en 

que los sentenciados, al momento de imponerle la pena de 

trabajo en beneficio de la comunidad como sustituto de la 

prisión cuando su pena impuesta no excedió de cuatro años, 

estarían en su derecho de solicitar que en vez del trabajo en 

beneficio de la comunidad les apliquen la condena 

condicional, beneficio al cual tendrán derecho toda vez que la 

pena impuesta no excede del tiempo fijado en la ley que es 

del cinco años, petición que en mi opinión resultaría 

favorable, ya que hay que recordar que al reo debe 

aplicársele la disposición legal que mayor le beneficie, y en el 

caso a estudio es la condena condicional la que mas le 

beneficia pues no estaría obligado a realizar dicho trabajo en 

beneficio de la comunidad, y dejaría obsoleta la aplicación de 

la pena de trabajo en beneficio de la comunidad. 



De lo anterior, estimo que debe modificarse la 

propuesta del Dr. Reyes Salas en el sentido de que el trabajo 

en beneficio de la comunidad podrá sustituir a la de prisión en 

aquellos caso en que la pena impuesta no exceda de cinco 

años, y la condena condicional en aquellos casos en que la 

pena impuesta no exceda de cuatro años, lo anterior dará el 

margen de imponer la pena de trabajo en beneficio de la 

comunidad en aquellos casos en que la pena aplicada sea 

mayor a cuatro años y menor de cinco años, lo que implicaría 

un mayor uso de la misma y un mejor nivel de cumplimiento 

por parte de los sentenciado, pues de no cumplirlo, se 

aplicaría la pena de prisión inicialmente impuesta. 

Al abordar el presente tema el Código Penal 

Federal establece en su artículo 24 el trabajo en benéfico de 

la comunidad como pena, y en su artículo 27 se define como 

"la prestación de servicios no remunerados, en instituciones 

públicas educativas o de asistencia social o en instituciones 

privadas asistenciales". el mismo artículo establece que el 

trabajo se llevará a cabo en jornadas dentro de períodos 

distintos al horario de las labores que representen la fuente 

de ingreso para la subsistencia del sujeto y de su familia, sin 

que pueda exceder de la jornada extraordinaria que 

determine la ley laboral y bajo la orientación y vigilancia de la 



autoridad ejecutora, la cual podrá extenderse por el juez 

tomando en cuenta las circunstancias del caso. 

También, dicho artículo establece que el trabajo 

en favor de la comunidad puede ser pena autónoma o 

sustitutivo de la prisión o de la multa y que cada día de 

prisión será sustituido por una jornada de trabajo en favor de 

la comunidad, y finaliza dicho artículo estableciendo que "Por 

ningún concepto se desarrollará este trabajo en forma que 

resulte degradante o humillante para el condenado". 

Por su parte en su artículo 29 establece que la 

autoridad judicial podrá sustituir la multa, total o parcialmente, 

por prestación del trabajo en favor de la comunidad a razón 

de una jornada de trabajo por un día multa, y en su artículo 

70 establece que "La prisión podrá ser sustituida, a juicio del 

juzgador, por trabajo en favor de la comunidad o semilibertad, 

cuando la pena impuesta no exceda de cuatro años. 

Finalmente, como pena autónoma se aplica a los 

delitos previstos en sus artículos 153, 158, 173, 178, 187, 

249, 340, 341 y 423. 

Como puede observarse, en esta legislación el 

tema se encuentra mucho mas desarrollado que en la 

legislación de nuestro estado, pero al respecto es de 



destacarse que no me encuentro de acuerdo en que el 

trabajo en beneficio de la comunidad se encuentre regulado 

como pena autónoma pues lo considero riesgoso, lo anterior, 

en base a las razones que mas adelante se expondrán y a lo 

comentado en el Capítulo Tercero de esta obra en el sentido 

de la reducción de la prisión mediante las alternativas es un 

objetivo difícil de conseguir, y por el momento, dada la 

presión social que al efecto existe, tenemos que aceptar que 

en caso de incumplimiento a la pena del trabajo en beneficio 

de la comunidad impuesta, deba sustituirse por la pena de 

prisión. 

Por su parte, y al abarcar el ámbito Constitucional, 

el artículo 5o de la Constitución Política del estado de Nuevo 

León establece que "Nadie puede ser obligado a prestar 

trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno 

consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la 

Autoridad Judicial, el cual se sujetará a las disposiciones 

constitucionales relativas", mientras que el artículo 5o de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establece de una manera muy similar a la estatal que "Nadie 

podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa 

retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo 

impuesto como pena por la autoridad judicial, el cual se 

ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 

123". 



Al respecto el artículo 123 de la última legislación 

citada establece que "Toda persona tiene derecho al trabajo 

digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación 

de empleos y la organización social para el trabajo, conforme 

a la Ley. El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases 

siguientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales 

regirán: A.- Entre los obreros, jornaleros, empleados, 

domésticos, artesanos y de una manera general, todo 

contrato de trabajo: I.- La duración de la jornada máxima será 

de ocho horas; II.- La jornada máxima de trabajo nocturno 

será de 7 horas. Quedan prohibidas: las labores insalubres o 

peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo otro trabajo 

después de las diez de la noche, de los menores de dieciséis 

años"; el referido artículo, en su apartado "B" igualmente 

dispone "Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del 

Distrito Federal y sus trabajadores: I.- La jornada diaria 

máxima de trabajo diurna y nocturna será de ocho y siete 

horas respectivamente. Las que excedan serán 

extraordinarias y se pagarán con un ciento por ciento más de 

la remuneración fijada para el servicio ordinario. En ningún 

caso el trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas 

diarias ni de tres veces consecutivas; II.- Por cada seis días 

de trabajo, disfrutará el trabajador de un día de descanso, 

cuando menos, con goce de salario íntegro"; 



Por lo que se refiere al apartado A del artículo 123 

Constitucional, la Ley Federal del Trabajo, que es su ley 

reglamentaria en su artículo 66 dispone que "Podrá también 

prolongarse la jornada de trabajo por circunstacias 

extraordinarias, sin exceder nunca de tres horas diarias ni de 

tres veces en una semana.", mientras que la Ley Federal de 

los Trabajadores al Servicio del Estado Reglamentaria del 

Apartado "B" del Articulo 123 Constitucional en su artículo 26 

dispone que "Cuando por circunstancias especiales deban 

aumentarse las horas de jornada máxima, este trabajo será 

considerado como extraordinario y nunca podrá exceder de 

tres horas diarias ni de tres veces consecutivas". 

Sobre estas disposiciones constitucionales es 

conveniente destacar si se puede considerar que los 

sentenciados a prestar el trabajo en beneficio de la 

comunidad son trabajadores y en consecuencia existe una 

relación laboral, al respecto, y contrario a lo sostenido por el 

Poder Judicial Federal en su jurisprudencia de rubro 

"JORNADAS DE TRABAJO EN FAVOR DE LA 

COMUNIDAD, ES UNA PENA IMPUESTA POR LA 

AUTORIDAD JUDICIAL Y NO RELACION LABORAL CON 

EL ESTADO"16, en la que de una manera general establece 

16 Poder Judicial De La Federación, Jurisprudencia Y Tesis Aisladas 
1917-2001 Cd-Rom lus 2001, México D. F. Septiembre De 2001. Número 
de Registro 390434. 



que jornadas de trabajo en favor de la comunidad, constituye 

una penalidad, por referirse al trabajo impuesto como pena 

por la autoridad judicial, y no relación laboral con el Estado, 

puesto que el Código Penal remite a la Ley Federal del 

Trabajo, únicamente en lo que se relaciona con las jornadas 

extraordinarias y su forma de cumplirse, estimo que no puede 

negarse la relación laboral existente entre el penado y el 

estado que le ha impuesto dicha pena, lo anterior en base a 

que se trata de la realización de un trabajo en beneficio de la 

comunidad, prestación a la que esta obligada a proporcionar 

el estado, la cual realiza a través de los trabajadores que 

para dicho fin contrata, siendo la única diferencia el hecho de 

que no se percibirá sueldo alguno, situación la cual, por estar 

de acuerdo con la Constitución, no puede negarse que existe 

una relación laboral, y robustecido con el hecho de que los 

sistemas penitenciarios de readaptación están basados en el 

trabajo atento a lo dispuesto por el artículo 18 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y su 

correlativo artículo 17 de la Constitución Política del estado 

de Nuevo León, aunado a que la Ley que Regula la Ejecución 

de las Sanciones Penales en el estado establece en su 

artículo que tiene por objeto regular la ejecución de las 

sanciones que se impongan a los individuos con base al 

Código Penal del Estado y a cualquier otra Ley; a su vez, en 

su artículo 24 fracción I determina que corresponde al 

Departamento de Medicina General y Psiquiatría el realizar 



las consultas y exámenes necesarios para mantener el buen 

estado de salud de los internos" y en su artículo 49 establece 

que los reos tendrán una percepción como resultado del 

trabajo que desempeñen, por lo tanto, se concluye que 

cualquier penado, sea privado de su libertad o no, es un 

trabajador del estado, incluso protegido por servicios 

médicos, solo que a diferencia del recluso, cuando se 

condena a alguien a prestar jornadas de trabajo en beneficio 

de la comunidad, durante su etapa de ejecución, éste lo 

desempeñara sin percibir remuneración alguna. 

Ahora bien, y en base a lo expuesto, nos toca 

ahora determinar por cual de las dos legislaciones se va a 

regir el trabajo en beneficio de la comunidad que en su caso 

llegare a imponerse como pena en el estado de Nuevo León 

en lo relativo a las jornadas extraordinarias de trabajo, 

mismas que se encuentran contempladas tanto en al Ley 

Federal del Trabajo, reglamentaria del aparatado "A" del 

artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y las contempladas en Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado Reglamentaria del 

Apartado "B" del referido Articulo 123,. 

Al respecto considero que si el apartado "B" del 

artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos hace referencia a los Poderes de la Unión, el 



Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores, al no estar 

comprendido en dicho precepto las legislaturas de los 

estados la legislación aplicar lo será la Ley Federal de 

Trabajo. 

La importancia en hacer dicha distinción estriba 

en que si bien es cierto que en las dos legislaciones la 

jornada extraordinaria no podrá exceder de tres horas, existe 

una diferencia trascendental en cuanto al número de jornadas 

extraordinarias que se permiten, ya que la que nos a regir, es 

decir la Ley Federal del Trabajo, no permite que dichas 

jornadas excedan de tres veces a la semana, mientras que 

en la legislación relativa al apartado "B" menciona que no 

podrá exceder de tres veces consecutivas, lo que quiere decir 

que se pueden imponer hasta seis jornadas de trabajo en 

beneficio de la comunidad por semana. 

Por su parte, nuestra Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, al abordar el tema ha establecido que al 

emitirse un fallo en el que sean impuestas como pena 

jornadas de trabajo en favor de la colectividad, deberá 

establecerse que éstas consisten en la prestación de 

servicios no remunerados en instituciones públicas 

educativas o de asistencia social o en instituciones privadas 

asistenciales, igualmente deberá establecerse que éstas no 

podrán exceder de tres horas diarias ni de tres veces a la 



semana y deberán cumplirse en un horario distinto de las 

labores que representen la fuente de ingresos para la 

subsistencia del sentenciado y de su familia; igualmente, 

deberá determinarse la extensión, términos y condiciones de 

ejecución, que por cada día de prisión será sustituido por una 

jornada de trabajo en favor de la comunidad; que la extensión 

de esa jornada la fijará el juez tomando en cuenta las 

circunstancias del caso y por ningún concepto se desarrollará 

en forma que resulte denigrante o humillante para el 

condenado. 

Lo anterior puede apreciarse de las siguientes 

tesis de rubro PENA. JORNADAS DE TRABAJO EN FAVOR 

DE LA COMUNIDAD COMO SUSTITUTIVO DE LA MULTA. 

NO PUEDEN EXCEDER DE TRES HORAS DIARIAS NI DE 

MAS DE TRES VECES POR SEMANA17, JORNADAS DE 

TRABAJO, INDETERMINACION DE LAS18 y MULTA, 

SUSTITUCION DE, POR JORNADAS DE TRABAJO. DEBE 

PRECISARSE EN LA SENTENCIA19. 

17 Poder Judicial De La Federación, Jurisprudencia Y Tesis Aisladas 
1917-2001 Cd-Rom lus 2001, México D. F. Septiembre De 2001. Número 
de Registro 208100 
18 Poder Judicial De La Federación, Jurisprudencia Y Tesis Aisladas 
1917-2001 Cd-Rom lus 2001, México D. F. Septiembre De 2001. Número 
de Registro 229370. 
19 Poder Judicial De La Federación, Jurisprudencia Y Tesis Aisladas 
1917-2001 Cd-Rom lus 2001, México D. F. Septiembre De 2001. Número 
de Registro 231987 



4. 6.- DEFINICIÓN DEL TRABAJO EN 

BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 

Los trabajos en beneficio de la comunidad obligan 

al penado a prestar su cooperación no retribuida en 

determinadas actividades de utilidad pública20, establece que 

sólo es aplicable cuando consienta en ello el penado, de lo 

contrario se vulneraría la constitución que prohibe la 

aplicación de penas consistentes en trabajos forzados. 

Dice Eugenio CUELLO CALÓN21 que un 

substituto de la pena corta de prisión es la prestación de 

trabajo penal sin reclusión que tendría la ventaja de evitar al 

condenado las maléficas influencias de la prisión y 

constituiría una fuente de ingresos para el Estado, consiste 

en el compromiso contraído por el delincuente de observar 

buena conducta en el porvenir, del que responde mediante la 

prestación de un trabajo personal, opera como sustituto de la 

multa no pagada o de la prisión. 

20 Berdugo Gómez De La Torre Ignacio, Arroyo Zapatero Luis, García 
Livas Nicolás, Ferré Olivé Juan Carlos, Serrano Piedecasas José Ramón. 
Lecciones De Derecho Penal Parte General. Editorial Praxis. Segunda 
Edición. Barcelona España 1999. Pág. 359 
21 Citado por Reynoso Dávila Roberto. Teoría General De Las Sanciones 
Penales. Primera Edición, Editorial Porrúa S. A. México Distrito Federal 
1996. Pág. 148. 



Sergio GARCÍA RAMÍREZ22 dice que el trabajo 

penal en libertad marca una de las grandes esperanzas 

penológicas, en cuanto mantiene el estado normal del sujeto 

y permite, a la vez, el tratamiento ambulatorio, la reparación 

del daño gracias al trabajo del reo y la persistencia corriente 

de la familia de éste, sus escollos son, por lo demás, el hecho 

de que en muchos, muchísimos casos el tratamiento sería 

impracticable sin institucionalización, y la escasa preparación 

de la sociedad, en su conjunto, para aceptar de buen grado 

este género de medidas, en algunas comunidades la 

venganza privada remplazaría a la justicia, acusada de 

benevolencia rayana en la lenidad. 

En mi opinión, el trabajo en beneficio de la 

comunidad es la pena impuesta al delincuente consistente en 

la realización obligatoria de un número determinado de 

jornadas de trabajo a favor de la comunidad, a las cuales se 

ha dado el consentimiento previo de que no serán retribuidas 

mediante pago alguno. 

4. 7.- FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DEL 

TRABAJO EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 



Si previamente se ha establecido que el trabajo 

en beneficio de la comunidad es una pena que consiste en la 

realización obligatoria de jornadas de que no serán 

retribuidas mediante pago alguno, es conveniente, antes de 

continuar con la siguiente investigación, determinar si dicha 

pena se encuentra dentro de los parámetros constitucionales 

que regulan la garantía de la libertad de trabajo, ya que de no 

satisfacerse resultaría ocioso continuarla. 

Al respecto, existen en nuestra Constitución 

Política de los Estado Unidos Mexicanos los artículos 5 y 123, 

de los cuales el primero de ellos, en lo tocante a la materia 

que nos ocupa textualmente dispone que "nadie podrá ser 

obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución 

y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como 

pena por la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo 

dispuesto en las fracciones I y II del artículo 123", por su 

parte el artículo 123 dispone que "toda persona tiene derecho 

al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la 

creación de empleos y la organización social para el trabajo, 

conforme a la Ley. El Congreso de la Unión, sin contravenir a 

las bases siguientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, 

las cuales regirán: A.- Entre los obreros, jornaleros, 

empleados, domésticos, artesanos y de una manera general, 

22 Idem. Pág. 149. 



todo contrato de trabajo: I.- La duración de la jornada máxima 

será de ocho horas; II.- La jornada máxima de trabajo 

nocturno será de 7 horas. Quedan prohibidas: las labores 

insalubres o peligrosas, el trabajo nocturno industrial y todo 

otro trabajo después de las diez de la noche, de los menores 

de dieciséis años; ... B.- Entre los Poderes de la Unión, el 

Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores: I.- La 

jornada diaria máxima de trabajo diurna y nocturna será de 

ocho y siete horas respectivamente. Las que excedan serán 

extraordinarias y se pagarán con un ciento por ciento más de 

la remuneración fijada para el servicio ordinario. En ningún 

caso el trabajo extraordinario podrá exceder de tres horas 

diarias ni de tres veces consecutivas; II.- Por cada seis días 

de trabajo, disfrutará el trabajador de un día de descanso, 

cuando menos, con goce de salario íntegro; 

Por su parte la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Nuevo León establece en lo tocante a la 

materia, específicamente en su artículo 5o que "nadie puede 

ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa 

retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo 

impuesto como pena por la Autoridad Judicial, el cual se 

sujetará a las disposiciones constitucionales relativas". 

Así las cosas y dado el contenido de los artículos 

constitucionales antes transcritos, estimo que de ninguna 



manera se viola en ninguna forma lo dispuesto por los 

artículos 5o y 123 de la Constitución Política de los estados 

Unidos Mexicanos y el respectivo 5o de la Constitución 

Política del estado de Nuevo León, pues en el primer caso, 

queda claramente señalado que se trata de un trabajo 

impuesto como pena por la autoridad judicial y por lo que toca 

al segundo, se deja establecido que no se puede exceder de 

la jornada extraordinaria que señala o determina la ley 

laboral. 

Lo anterior, se ve robustecido por lo 

estableciendo el artículo 18 de la Constitución Política de los 

estados Unidos Mexicanos y el respectivo 17 de la 

Constitución Política del estado de Nuevo León, los cuales 

textualmente establecen una vinculación entre el trabajo y la 

readaptación social como un medio para lograr el retorno a la 

sociedad del individuo, lo que se traduce en que el trabajo en 

beneficio de la comunidad beneficia tanto a éste como a la 

sociedad, cumpliendo con ello con los requisitos 

constitucionales federales y locales para que pueda operar y 

mejor aún cumple con un alto sentido social. 

4. 8.- ASPECTOS GENERALES DEL 

TRABAJO EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 



Las cuestiones más relevantes en orden a la 

aplicación del trabajo en beneficio de la comunidad como 

pena alternativa a la prisión pueden ser clasificadas en los 

siguientes puntos: 

a).- Tipo de delitos y de infractores a los 

que se aplica. 

b).- Organización del trabajo. 

c).- Nivel de cumplimiento de la sanción. 

d).- Percepción de la sanción por la 

comunidad y por el infractor; y 

e).- Efectividad en el cumplimiento de 

determinados fines. 

Por lo que respecta al tipo de delitos y de 

infractores a los que se aplica, bajo el riesgo de generalizar 

en demasía, el trabajo en beneficio de la comunidad es 

general y preferentemente utilizado para delitos que 

podríamos denominar de gravedad baja o, en menor medida, 

de gravedad intermedia, realizados en ambos casos por 

personas con antecedentes no penales. 



En Inglaterra, análisis recientes muestran que los 

delitos para los que más se usa son los delitos contra la 

propiedad como hurtos, robos con fuerza en las cosas y en 

segundo lugar, delitos en que está presente una violencia 

moderada, cometidos, en ambos casos, por personas con 

antecedentes, además, se destaca que los jueces tienden a 

situar el trabajo en beneficio de la comunidad como la 

alternativa más grave y cuando en los delitos existen factores 

que suelen conducir a prisión como el uso de armas y 

lesiones graves, si la prisión se descarta lo que se aplica es 

el trabajo en beneficio de la comunidad y no otra alternativa. 

Datos también recientes de Escocia muestran que 

el perfil de quien obtiene trabajo en beneficio de la comunidad 

es joven, pues se ha establecido aproximadamente que la 

edad promedio es de 23.4 años, es aplicada a los hombres 

en el 95% de los casos, y a los solteros en las 2/3 partes y a 

los desempleados en % partes. 

En cuanto a los delitos, aunque las infracciones 

contra la propiedad ocupan el lugar preferente, quizá el 

trabajo en beneficio de la comunidad sea utilizado, en mayor 

medida que en Inglaterra, para los delitos de la banda baja, 

como son los relacionados con el abuso del alcohol. 



Con carácter general, los supuestos que más 

frecuentemente llevan a descartar el trabajo en beneficio de 

la comunidad son en personas con graves problemas de 

alcohol o drogas, o con problemas psiquiátricos y los delitos 

en que se ha producido un nivel importante de violencia 

Un tema que ha sido destacado, y que afecta al 

principio de igualdad, es que, en algunas experiencias se ha 

mostrado que los jueces tienden a imponer más horas de 

trabajo en beneficio de la comunidad a los desempleados que 

a las personas con trabajo. 

Ahora bien, dentro de nuestro marco legal nos 

llama la atención lo referente a la aplicación del trabajo en 

beneficio de la comunidad cuando se trata de delitos graves, 

al respecto es de estimarse que si bien se pretende dejar al 

arbitrio del juzgador tal otorgamiento, previo análisis del 

delincuente y de la pena impuesta, se estima correcto poder 

sustituir la pena de prisión por la del trabajo en beneficio de la 

comunidad aún y cuando exista la circunstancia de que el 

ilícito imputado y por el cual fue condenado sea de los 

considerados como graves, pues dicha característica ya fue 

tomada en cuenta por el órgano jurisdiccional al determinar la 

pena del sentenciado, por lo que se estaría haciendo uso de 

nueva cuenta de la referida característica de ser delito grave 

para afectar al sentenciado negándole el referido beneficio, 



ya que no es obstáculo para la anterior consideración, el 

hecho de que se considere que los delitos graves afecten de 

manera trascendente valores fundamentales de la sociedad 

pues tal supuesto, como se dijo con anterioridad, ya fue 

estimado al momento de imponerle la pena corporal al 

sentenciado, la cual fue ubicada dentro del parámetro 

temporal de la pena a purgar que para el otorgamiento del 

beneficio en cuestión se debe señalar como requisito en la 

ley respectiva. 

En lo tocante a su organización, el trabajo en 

beneficio de la comunidad es una sanción que requiere de 

una organización que gestione la búsqueda de trabajos, que 

ubique al infractor y que, directa o indirectamente, controle la 

ejecución de la sanción. 

La supervisión del trabajo podrá ser directamente 

realizada por este servicio o se delegará en otras personas, 

cuando el infractor realice su trabajo en el marco de una 

organización de voluntariado o en una institución pública, las 

áreas urbanas y aquellas que disponen de organizaciones 

voluntarias parecen ser factores que favorecen la mayor 

aplicación del trabajo en beneficio de la comunidad. 

Resulta difícil generalizar acerca de los tipos de 

trabajo más frecuentes que se desarrollan como trabajo en 



beneficio de la comunidad, mientras que en buena parte de 

países europeos como Inglaterra, Escocia, Holanda, 

Dinamarca suelen ser más frecuentes los trabajos que 

suponen un tipo de ayuda a personas necesitadas, por 

ejemplo, trabajos de pintura, reparación, cuidado del jardín 

para personas mayores o incapacitadas, en la experiencia del 

Instituto Vera de Nueva York el trabajo mas usual no suponía 

un contacto con personas necesitadas como ejemplo se cita 

el de la rehabilitación de edificios abandonados. 

La cuestión del tipo de trabajo es relevante 

porque el nivel de satisfacción del infractor con su trabajo 

puede influir en un mejor nivel de cumplimiento, lo cual puede 

servir como base para la critica dirigida a enfatizar el carácter 

punitivo del trabajo en beneficio de la comunidad. 

Por lo que concierne a la posible interferencia del 

trabajo en beneficio de la comunidad con el trabajo libre, no 

parecen detectarse problemas con organizaciones sindicales 

quizá debido a que pese a que el trabajo resulta beneficioso 

no se suele tratar de una clase de trabajo que sus 

beneficiarios estén dispuestos o en condiciones de pagar por 

él. 

Al abordar el tercer punto, relativo al nivel de 

cumplimiento de la sanción, en general puede afirmarse que 



éste es exitoso ya que en las diversas experiencias 

analizadas resulta ser alto, situándose como media entre el 

85 y el 90%. 

En referencia al cumplimiento con éxito del 

trabajo en beneficio de la comunidad se plantean dos temas 

de importancia, siendo estos su relación con los 

procedimientos rígidos o tolerantes de revocación y la 

capacidad de ayuda social a la persona para garantizar 

mejores niveles de cumplimiento, ambas cuestiones están 

directamente relacionadas con el uso de la prisión como 

sanción de apoyo del trabajo en beneficio de la comunidad. 

En relación a la primera cuestión, se entiende por 

programas rígidos aquellos que inician un procedimiento de 

incumplimiento cuando la persona realiza un número 

determinado de ausencias injustificadas, así por ejemplo el 

sistema de Inglaterra que comporta que a la tercera ausencia 

injustificada la persona sea llevada ante el tribunal, en 

cambio, se entiende por programas tolerantes aquellos que, 

por concebir la intervención en clave de ayuda a la persona, 

sólo inician un procedimiento de incumplimiento cuando la 

persona manifiesta un rechazo voluntario al cumplimiento del 

trabajo en beneficio de la comunidad. 



La información de la que se dispone acerca de la 

efectividad de ambos sistemas no es concluyente, mientras 

que en el caso de Escocia, donde se ha establecido que se 

debe iniciar un procedimiento de incumplimiento después de 

tres ausencias injustificadas seguidas de carta de 

advertencia, parece que los programas que han aplicado este 

criterio han llevado a menor tasa de ausencias. 

En referencia a investigaciones en Inglaterra 

referidas a la aplicación de los nuevos standards ingleses, 

que son, no obstante, de mayor severidad que los escoceses, 

muestran que tales criterios han aumentado notablemente las 

tasas de revocaciones. 

En cuanto a la segunda cuestión, relativa a si el 

otorgamiento de ayuda para resolver los problemas 

personales y sociales de las personas que cumplen trabajo 

en beneficio de la comunidad es efectiva para conseguir 

mejores niveles de cumplimiento de la sanción, la 

investigación realizada en Escocia muestra que aquellos 

programas de trabajo en beneficio de la comunidad que 

entienden su función no sólo de ejecución de la sanción sino 

también de ayuda social a la persona para solucionar sus 

problemas comportan mejores tasas de cumplimiento. 



En lo tocante a la percepción del trabajo en 

beneficio de la comunidad por el infractor y por los 

beneficiarios, podemos comentar que para que pueda 

convertirse en una sanción de amplia implantación depende, 

en buena medida, de su aceptación tanto por los infractores 

como por los beneficiarios, de la aceptación de los primeros 

no sólo depende la posibilidad de su imposición sino que, 

además, puede influir los niveles de cumplimiento, en cuanto 

a los beneficiarios, resulta poco dudoso que a mejor 

valoración más oferta de puestos de trabajo existirá. 

Las investigaciones consultadas relativas a la 

visión del trabajo en beneficio de la comunidad por parte de 

los infractores que lo han experimentado muestran un alto 

nivel de aceptación. 

En la investigación escocesa con un 75 % de 

valoraciones positivas, se destaca que los factores que más 

contribuyen a ello son la elección del trabajo, el contacto con 

los beneficiarios, la adquisición de habilidades y el beneficio 

del trabajo para los receptores, en cambio, las quejas se 

concentran en el hecho de realizar un trabajo poco 

constructivo como por ejemplo la limpieza , también suele 

destacarse que los infractores que sufren esta sanción 

valoran positivamente el grado de humanidad del trabajo en 

beneficio de la comunidad en comparación con la prisión. 



En cuanto al nivel de satisfacción por parte de los 

empleadores, éste resulta ser muy alto y, en general, los 

beneficiarios se muestran dispuestos a continuar ofreciendo 

puestos de trabajo en beneficio de la comunidad, al respecto 

se menciona que son dos los aspectos destacables siendo en 

primer lugar que la valoración es más positiva por parte de 

beneficiarios individuales que por parte de instituciones y, en 

segundo lugar, que existe un importante porcentaje de 

personas que realizan trabajos en instituciones que son 

invitadas a continuar sobre bases voluntarias. 

En lo referente a las quejas, la investigación 

muestra que, son poco frecuentes cuando el beneficiario es 

individual, en las instituciones suelen ser debidas a falta de 

asistencia o de puntualidad. 

Aunado a lo anterior, no podemos perder de vista 

que la intervención penal debe tener un nivel de ayuda a la 

persona que permita limitar los efectos nocivos del castigo el 

cual generalmente es aplicado a personas con múltiples 

problemas personales y sociales, a los que se añadirá la 

obligación de cumplir una sanción penal, en tales casos, la 

intervención deberá focalizarse en ayudar la persona a 

solucionar tales problemas, intentando evitar que el trabajo 

en beneficio de la comunidad empeore su situación social, 



esta ayuda, que se justifica en sí misma como medida de 

limitación del castigo, resulta además efectiva de cara a 

conseguir mejores niveles de cumplimiento de la sanción de 

trabajo en beneficio de la comunidad. 

Para finalizar, en lo referente a la efectividad en el 

cumplimiento de determinados fines, siendo estos la 

rehabilitación y la reducción del uso de la prisión estas 

representan las dos cuestiones de mayor relevancia desde la 

perspectiva de la justificación que pueda darse a la sanción 

del trabajo en beneficio de la comunidad, pues por una parte 

representa su capacidad de conseguir los fines de 

rehabilitación, y por la otra la reducción del uso de la prisión. 

En cuanto a la rehabilitación, entendida en el 

sentido de capacidad de esta sanción para incidir sobre los 

niveles de reincidencia, las investigaciones a las que se ha 

accedido que analizan esta cuestión llegan a la conclusión de 

que el trabajo en beneficio de la comunidad no tiene 

resultados peores que la pena de prisión u otras alternativas 

y que ni con la una ni con las otras sanciones puede 

afirmarse que sean un remedio para evitar la reincidencia, 

mas sin embargo, estimo que existen menos posibilidades 

de que un delincuente vuelva a delinquir cuando no se ha 

estado en un centro penitenciario que habiendo estado 

recluido en él, pues como se ha sostenido desde hace un 



buen tiempo, no podemos hablar de readaptación social 

excluyendo al individuo de la sociedad. 

Por lo que concierne a la capacidad del trabajo en 

beneficio de la comunidad de sustituir el uso de la cárcel, 

diversas investigaciones han analizado qué hubiera pasado 

con el infractor si el trabajo en beneficio de la comunidad no 

hubiera existido, ya que la solución a la que, invariablemente, 

se llega en tales estudios es que de no haber existido tal 

sanción entre un 45 o 50% habría recibido prisión, mientras 

que el otro 50-55% hubiera recibido una sanción menos 

severa, lo que no deja de representar un costo para el estado 

y una sobrepoblación carcelaria. 

Al abordar la aplicación de los citados aspectos 

generales en nuestro estado de Nuevo León tenemos que 

actualmente al aplicar el trabajo en benéfico de la comunidad, 

no se toma en cuenta el tipo de delitos y delincuentes a los 

que se va aplicar, ya que este solo se aplica en dos sistemas, 

siendo éstos cuando se aplica como sustituto de la multa ante 

la imposibilidad del penado a pagarla, y cuando se aplica 

cuando se traslada a los internos al tratamiento de prisión 

abierta, independientemente del delito cometido y de su 

peligrosidad y/o reincidencia. 



Al respecto es necesario precisar que por lo que 

se refiere al primer sistema, este resulta nulo, pues si bien es 

cierto que se cuenta con un listado de los penados que no la 

han cubierto, no existe caso práctico alguno que nos pueda 

dar tema a investigar, simple y sencillamente porque no se 

lleva cabo, ya que en la mayoría de los caso, al aplicarse la 

multa como beneficio, las salas penales por lo regular lo 

ponen del conocimiento de la Dirección de Readaptación 

para que se encargue de gestionar su cobro sin emitir la 

reaprehensión respectiva, quien a su vez lo pone del 

conocimiento de la Tesorería del estado para el cobro 

respectivo sin que posteriormente tenga noticias del cobro o 

estado del procedimiento. 

Por su parte, al referirnos al segundo sistema, al 

momento en que los internos son cambiados al sistema de 

tratamiento de prisión abierta, a éstos durante los primeros 

quince días en dicho tratamiento se les impone la obligación 

de prestar trabajo en benéfico de la comunidad durante los 

primeros quince días, los cuales se desarrollan en jornadas 

de ocho horas y de manera diaria con excepción de los 

sábados y domingos, y es en este sistema el que nos permite 

estudiar los aspectos antes citados en nuestro estado, en el 

entendido de que lo que se va a exponer opera 

exclusivamente en este sistema y no en el primero de los 

mencionados. 



Primeramente es necesario destacar que se 

carece de toda organización, ya que no se cuenta con un 

órgano o departamento que se encargue de ejecutarlo, 

distribuirlo y vigilarlo, e incluso, no se cuenta con un listado 

de instituciones en las cuales se pueda desarrollar, ya que 

actualmente se realiza exclusivamente en el programa de 

"Nuevo León Limpio" y en el SIMEPRODE, en los cuales las 

únicas tareas que se realizan lo son en el pintado de bardas, 

de escuelas, limpia de lotes baldíos, y pintado de iglesias, ya 

sea que dichas actividades pertenezcan a los anteriores 

programas o sean requeridas, mediante petición formal de los 

municipios o el estado. 

La asignación de los internos a estos programas 

se realiza mediante una serie de convenios que se han 

realizado por la Dirección de Prevención con los Municipios y 

el Estado. 

Al realizarse estas actividades, los internos son 

llevados por custodios al lugar en el que las han de 

desarrollar y una vez que se realizan son regresados al lugar 

donde se les aplica el sistema de prisión abierta, aunado a 

que se encuentra presente en dichas actividades una 

persona del programa, municipio o estado según el caso, 



quien se encarga de supervisar que los internos realicen el 

trabajo. 

Si durante el desarrollo del trabajo en beneficio de 

la comunidad alguno de los penados no lo cumple, previo 

reporte que al respecto emita la persona del programa ya sea 

del municipio o del estado según el caso, quien esta a cargo 

de supervisar que los internos realicen el trabajo, al ser la 

primera vez se le impone una amonestación con 

apercibimiento de no volver a incurrir en la falta y en una 

segunda vez se le impone una de las sanciones disciplinarias 

que al efecto prevé el artículo 28 del Reglamento Interior de 

las Instituciones Abiertas del estado, consistentes en la 

suspensión temporal de permisos de salida o la suspensión 

del permiso de salida en días que no se desarrollen 

actividades laborales o educativas, pero nunca se aplica la 

revocación del tratamiento con regreso a cualquiera de los 

Centros de Readaptación Social del Estado. 

Esta por demás decir, que en atención a lo 

expuesto, en lo referente al cumplimiento que se da por parte 

de los penados a la sanción, en el primer tratamiento es del 

0%, mientras que en el segundo es casi del 100%. 

4. 9.- EL TRABAJO EN BENEFICIO 



DE LA COMUNIDAD DESDE LA 

PERSPECTIVA REDUCCIONISTA 

Como se mencionó en el capítulo anterior al 

abordar el tema de las penas alternativas a la prisión se 

estableció que su fin debe ser la reducción del uso de la 

prisión y que el mejor medio para conseguir tal fin es que 

ellas se distribuyan de acuerdo a un modelo proporcionalista. 

El objetivo aquí es exponer los principios que 

deberían guiar al trabajo en beneficio de la comunidad para 

satisfacer éste fin reduccionista para lo cual haremos 

referencia a dos ámbitos temáticos que son la configuración 

de la sanción del trabajo en beneficio de la comunidad en el 

marco de un sistema de alternativas y las condiciones 

relativas a la ejecución de la sanción. 

Por lo que se refiere a la configuración de la 

sanción en un marco de alternativas existen dos cuestiones 

relevantes relativas a la configuración de la sanción y son en 

primer lugar, si ella debe ser sanción principal o sanción 

sustitutiva de otras sanciones y, en segundo lugar, de 

considerar qué debe ser sanción sustitutiva, cuáles deben ser 

las razones para proceder a la sustitución entre sanciones. 



En primer lugar al hablar de que si debe ser una 

pena principal estimo que materialmente sería imposible, ya 

que implícitamente es necesario el consentimiento del 

penado para que opere, lo cual, de no acontecer, no habría 

forma de poder aplicarla, pero si por el contrario, esta si 

puede ser sustituía de la de prisión e incluso, de la multa tal y 

como actualmente esta contemplada en nuestro código penal 

estatal, esto es al ser sustitutiva a la de prisión si no hubiera 

consentimiento de su parte se aplicaría la de prisión 

haciéndose así efectiva la pena impuesta incluso, de existir 

ese consentimiento y posteriormente un incumplimiento al 

ejecutarlo, esta sustitución se revocaría y se aplicará la de 

prisión, descontando obviamente las jornadas en las que si 

se cumplió. 

Al respecto, aunque el trabajo en beneficio de la 

comunidad no parece estar en peores condiciones que la 

prisión desde la perspectiva de ser un sanción de aplicación 

general para los delitos de gravedad intermedia e incluso 

puede garantizar en mejor medida la igualdad, existe un 

grave obstáculo para que ella pueda configurarse como 

sanción principal. 

Por un lado tenemos que mientras que la pena de 

prisión puede imponerse sin acuerdo del infractor, ya que su 

ejecución coactiva no afectaría a derechos básicos de la 



persona, la sanción del el trabajo en beneficio de la 

comunidad debe imponerse con consentimiento, ya que si se 

pudiera imponer sin consentimiento su ejecución coactiva 

supondría uno de los considerados tratos inhumanos o 

degradantes, que resultan moral y jurídicamente inadmisibles. 

Por su parte, también puede ser sustituía de la 

multa, en aquellos casos en que el reo no esté en 

condiciones de satisfacer la multa, como actualmente esta 

contemplada en nuestro código penal estatal, se podría 

aplicar el trabajo en beneficio de la comunidad. 

Al respecto hay que destacar que mientras que la 

multa es exclusivamente una sanción económica, el trabajo 

en beneficio de la comunidad tiene un doble contenido de 

afección a derechos ya que priva de un bien económico, pues 

el trabajo realizado no se recibe ninguna retribución y a su 

vez restringe la libertad de movimiento ya que la persona está 

obligada a dedicar parte de su tiempo libre a trabajar, de tal 

manera que para garantizar que el trabajo en beneficio de la 

comunidad tenga una eficaz aplicación como sustituto de la 

multa, se debe establecer por el estado un procedimiento 

efectivo de cobro de dichas multas, es decir, si bien no puede 

obligársele a pagarla mediante la privación de su libertad ni 

obligarlo a prestar el trabajo a favor de la comunidad, si 

puede crearse un procedimiento efectivo para ejecutar el 



cobro de esas multas a través de su facultades coactivas, las 

cuales al iniciarse, es muy probable que orillen al penado a 

dar su consentimiento y posterior cumplimiento de las 

jornadas de trabajo a favor de la comunidad a cambio de no 

ver afectados sus derechos, bienes o posesiones 

patrimoniales con los que cuenta o pudiera llegar a contar, 

debiéndose destacar el hecho de que si no obstante la 

creación y ejecución por parte del estado del procedimiento 

aquí sugerido el penado o cuenta con ningún bien, derecho o 

posesión que pueda ser afectado no podrá por ningún motivo 

obligársele a realizar el trabajo en beneficio de la comunidad. 

En lo referente a la sustitución de el trabajo en 

beneficio de la comunidad por multa, cundo ésta a su vez es 

sustituta de pena de la prisión, igualmente podrá operar, pero 

en caso de incumplimiento se hará efectiva la pena de prisión 

inicialmente impuesta. 

Al abordar el tema de las condiciones relativas a 

la ejecución de la sanción lo que debería definir el contenido 

de la sanción es exclusivamente su doble contenido de 

afección a derechos tales como la no retribución del trabajo y 

la privación del tiempo de ocio. 

Repruebo totalmente todo lo que sea pretender 

elevar la severidad de la sanción por ejemplo, mediante la 



realización de trabajos poco gratificantes, ya que esto traerá 

diversos problemas que debilitarán la capacidad de uso del 

trabajo en beneficio de la comunidad, en primer lugar, 

afectará al carácter igualitario de la sanción, ya que será 

difícil establecer idénticos criterios de severidad para distintos 

trabajos; en segundo lugar, supondrá incrementar 

innecesariamente el carácter estigmatizante de la sanción, en 

tercer lugar, disminuirá el nivel de cumplimiento de la 

sanción, pues se advierte una vinculación positiva entre 

calidad del trabajo y nivel de cumplimiento; por último, 

generará un a predisposición negativa de los que deben 

realizar trabajo en beneficio de la comunidad, lo que 

disminuirá la disponibilidad de personas e instituciones a 

acogerlos en su seno. 

En conclusión, para garantizar que el condenado 

realice una valoración positiva de su trabajo se requiere que 

el trabajo sea aceptado por él en forma responsable, lo cual 

exige una cierta capacidad de elección, todo ello responde a 

la máxima de que el trabajo en beneficio de la comunidad 

debe ser impuesto como castigo no para ser castigado. 

4. 10.- CONSIDERACIONES RELATIVAS AL 

CUMPLIMIENTO DEL TRABAJO 

EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 



En este punto deben abordarse dos cuestiones, 

los criterios para determinar cuándo existe incumplimiento de 

la sanción y las sanciones de apoyo para el caso de que tal 

incumplimiento se produjera. 

Con referencia a la primera cuestión, no parece 

existir discrepancia en que al condenado no se le debe exigir 

lo que no está en condiciones de cumplir, por lo cual 

cualquier sistema de trabajo en beneficio de la comunidad 

debe atender a los casos en que la inasistencia al trabajo 

resulta excusable. 

Más allá de esta anotación, el problema que se 

suscita es respecto a la opción entre programas rígidos o 

programas tolerantes, pese a que la información de la que se 

dispone no es concluyente, parece que deberían descartarse 

programas rígidos de carácter severo, como el previsto en 

Inglaterra, consistente en llevar a la persona ante los 

tribunales a la tercera falta de asistencia no excusable, por 

que podrían conducir a altos niveles de revocación del trabajo 

en beneficio de la comunidad, y en consecuencia optamos 

por lo que se denomina carta de advertencia, la cual se 

emitirá por la autoridad ejecutora a petición de la Institución 

beneficiaría. 



De tal manera, y tomando como ¡dea motriz la de 

que el incumplimiento debe entenderse como el rechazo 

voluntario al cumplimiento de la sanción, la opción entre 

programas que no establezcan criterios de revocación y 

aquellos que establecen un criterio formalizado de lo que 

deba entenderse por rechazo voluntario al cumplimiento creo 

que debería resolverse a favor del segundo criterio, en 

atención a garantizar pautas mínimamente igualitarias en la 

aplicación de la sanción. 

Cuando nos encontramos ante un caso de 

incumplimiento, entramos en la segunda cuestión, relativa a 

las sanciones de apoyo del trabajo en beneficio de la 

comunidad, mi punto de vista es que las sanciones de apoyo 

deben ser de mayor severidad que el trabajo en beneficio de 

la comunidad, pues en caso contrario la persona carecería de 

estímulo para el cumplimiento de la sanción, y en caso de 

incumplimiento se debe proceder al uso de la prisión. 

Al respecto, existen autores que estiman que se 

debe evitar el uso de la prisión como sanción de apoyo 

inmediata, pues entre el trabajo en beneficio de la comunidad 

y la prisión existen otras sanciones que pueden cumplir esta 

función, como el arresto domiciliario o la libertad vigilada de la 

persona, sólo en el caso en que también existiera 



incumplimiento de estas sanciones, sería admisible la 

privación de libertad, pero se insiste, aparte de que a la fecha 

no se esta preparado socialmente para adoptar disposiciones 

como las mencionadas, por lo que se opta por sancionarlo 

con prisión, en atención a que la sanción de apoyo debe ser 

mas severa e intimidatoria. 

4. 11.- CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DEL 

TRABAJO EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 

Como se mencionó durante la presente 

investigación, el Trabajo en beneficio de la Comunidad es 

una pena, que obliga a la persona a realizar un trabajo no 

retribuido la cual podrá imponerse como sustitución de la 

pena de prisión y sólo podrá imponerse con el consentimiento 

del reo, en tales circunstancias estimamos que las 

condiciones relativas a la realización del trabajo son las 

siguientes: 

a).- Deberá realizarse en el tiempo libre de 

la persona. 

b).- No podrá atentar a la dignidad del 

penado. 



c).- Debe ser en actividades de utilidad 

pública, y 

d).- Podrá ser facilitado por la 

administración penitenciaria o realizado en el 

marco de instituciones públicas o privadas que 

desarrollen actividades de utilidad pública o social. 

En este aspecto, se está inspirada en el principio 

de que la pena no contenga otras privaciones que las que 

son esenciales como lo son la no retribución del trabajo y la 

privación del tiempo libre. 

Existen varias propuestas dirigidas a garantizar la 

calidad del trabajo realizado, como son la posibilidad de 

elección, la obligación de que tenga un interés social y la 

prohibición de que afecte a la dignidad del reo, siendo esta 

última norma la mas especialmente importante, ya que uno 

de sus principales sentidos es evitar que el trabajo tenga 

cualquier efecto de estigmatización sobre la persona, sin que 

nadie más allá de los responsables de la supervisión del 

trabajo realizado deba saber que el trabajo que realiza la 

persona es en cumplimiento de una pena. 



La ejecución de la medida será controlada por la 

autoridad ejecutora en base al contacto con los responsables 

de la institución donde la persona realice el trabajo en 

beneficio de la comunidad y podrán estimarse como causas 

de iniciación de un procedimiento de incumplimiento las 

siguientes: 

a).- Ausencia o abandono injustificado del 

trabajo. 

b).- Rendimiento sensiblemente inferior al 

mínimo exigible tras requerimiento. 

c).- Oposición reiterada al cumplimiento de 

las instrucciones de los responsables del trabajo; 

y 

d).- Negativa del responsable de la 

institución a mantenerlo en el centro por motivos 

de conducta. 

En caso de revocación, si el trabajo en beneficio 

de la comunidad se ha impuesto como sustitutivo de prisión 

se debe imponer la pena inicialmente dada. 



Debe entenderse que una mera ausencia no 

justificada debe suponer iniciar un procedimiento de 

incumplimiento del trabajo en beneficio de la comunidad, 

atento a lo anterior la regulación del trabajo en beneficio de 

la comunidad seria de una rigidez extraordinaria, no 

entendiendo el procedimiento de incumplimiento como una 

respuesta a los casos de rechazo voluntario sino más bien 

como una reacción ejemplar a la ausencia del trabajo, esta 

interpretación en absoluto atendería a la finalidad de reducir 

el uso de las penas de privación de libertad, que es lo que 

puede proceder en el caso de que se llegue a la revocación, 

por lo tanto los responsables de la ejecución de la sanción 

deberán asumir una interpretación de esta norma inspirada 

en el principio de que el procedimiento de revocación debe 

ser una respuesta limitada a los casos de rechazo 

permanente al cumplimiento. 

4. 12.- ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL TRABAJO 

EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD 

Como se ha mencionado, el trabajo en beneficio 

de la comunidad se aplica sólo como sanción sustitutiva de 

prisión y multa, estimamos que solo en una primera etapa, 

pues a medida que de resultados, el legislador deberá 



abandonar la pena de prisión como pena principal y dar 

mayor utilidad al trabajo en beneficio de la comunidad, pues 

el hecho de que se considere que las penas de prisión o 

arresto son adecuadas para muchos delitos de gravedad baja 

e intermedia le lleva a pretender que las alternativas tengan 

una gravedad en alguna medida correspondiente a la de la 

pena privativa de libertad que sustituyen. 

Se ha pretendido establecer una regla de 

equivalencia que podría considerarse muy benigna que lo es 

una jornada de trabajo en beneficio de la comunidad sustituye 

a un día de prisión, siendo lo segundo mucho más grave que 

lo primero sino fuera porque el error estriba en haber 

sancionado con penas privativas de libertad delitos que 

debían haber sido castigados con penas no privativas de 

libertad, de tal manera los criterios de conversión, 

aparentemente benignos, llevan a resultados absolutamente 

desproporciónales en referencia al delito realizado, en 

definitiva, su regulación conduce a que delitos de gravedad 

baja puedan ser sancionados con un número de horas de 

trabajo en beneficio de la comunidad que en otros países sólo 

se utiliza para delitos de gravedad intermedia o incluso alta, 

este exceso punitivo tendrá además, como consecuencia 

accesoria, que los casos de incumplimiento aumenten 

respecto de lo que es usual en el derecho comparado. 



4.13.- EL TRABAJO COMUNITARIO EN RELACIÓN 

CON LA VÍCTIMA DEL DELITO. 

La procuración de justicia es una actividad de 

profundas raíces históricas que se justifican en la práctica del 

principio de dar lo suyo a cada quien; Dentro del positivismo 

italiano, Ferri y Garofálo pronunciaron especial interés en las 

víctimas del delito, focalizándolo en la reparación del daño, 

proponiendo una serie de reformas procedimentales a fin de 

facilitar la reparación del daño a tres niveles, siendo estos, 

como Obligación del delincuente a la parte ofendida, como 

sanción substitutiva de la pena de prisión en caso de delitos 

menores y delincuentes ocasionales; y como función social a 

cargo del Estado23. 

Actualmente la sensibilidad de nuestra actual 

sociedad, frente a los efectos del delito sobre la víctima, dio 

lugar a una justa exigencia para reconocer una necesidad de 

mayor presencia de la víctima, sobre todo con el objeto de 

restituir, cuando esto sea posible, los derechos que le han 

sido quebrantados. 

23 Villanueva Castilleja Ruth, Labastida Díaz Antonio. La Procuración De 
Justicia Al Servicio De La Victima Del Delito. Primera Edición. Industrias 
Gráficas Delma S. A. De C. V. Naucalpan Estado De Mexico 1999. Pág. 7. 



Los principios fundamentales de justicia y 

asistencia para la víctima, entre otros, señalan que tienen 

derecho a justicia y a pronta reparación por el daño que 

hayan sufrido, y a fin de cumplir lo anterior durante los últimos 

años se han fortalecido los mecanismos necesarios para 

desarrollar esos procedimientos oficiales, expeditos y 

accesibles, los cuales actualmente se encuentran plasmados 

en el apartado "B" del artículo 20 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, el cual fue reformado por 

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 

de septiembre del 2000, en el cual destaca el segundo 

párrafo de la fracción IV mismo que establece que "La ley 

fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en 

materia de reparación del daño". 

Así las cosas, y tomando como base tanto lo 

expuesto en el sentido de que la sociedad no lo permitiría, así 

como la evolución que en fechas recientes ha tenido los 

derechos de las víctimas los cuales han alcanzado el rango 

constitucional, para dar cumplimiento a estos fines, 

específicamente el plasmado en el segundo párrafo del 

artículo 20 aparatado "B" Fracción IV de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el momento 

considero que para que pueda darse en la práctica el trabajo 

en benéfico de la comunidad debe cubrirse o garantizarse la 



reparación del daño, lo anterior sin pasar por inadvertido que 

la procuración de justicia comprende múltiples aspectos tanto 

jurídicos como sociales, ya que a través de la historia se ha 

desarrollado como una búsqueda para mejorar las 

condiciones de vida de los ciudadanos, haciendo más 

armoniosa la convivencia humana equilibrando intereses y 

evitando injusticias que produzcan desigualdad, y es inexacto 

que solo haga énfasis a la atención de los derechos de las 

víctimas, por lo que se puede concluir que al tener un 

beneficio la sociedad mediante el trabajo prestado y no 

retribuido, se traducirá en una mejora a las condiciones de 

vida de los ciudadanos cumpliendo así las expectativas de la 

procuración de justicia e incluso, en un futuro podrá 

establecerse un sistema que permita que la de reparación de 

daño pueda ser sustituido por trabajo del penado a favor de la 

víctima. 

METODOLOGIA 

Evidentemente nos encontramos frente a una 

investigación que en su mayoría fue de tipo documental, ya 

que se estudiaron las diversas legislaciones donde se 

encuentran plasmados las disposiciones existentes respecto 

al trabajo en beneficio de la comunidad, así mismo se estudió 

las partes de las legislaciones en las cuales se considera que 
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pueden ser agregados disposiciones al respecto y a la vez 

consultamos los precedentes que en situaciones como las 

que nos ocupan ha resuelto la autoridad judicial, lo anterior 

después de hacer un estudio comparativo de las diversas 

legislaciones tanto en el fuero federal como en el fuero 

común, estudio comparativo que fue el inicio de la presente 

investigación, la cual se realizó siempre con la intención de 

adoptar el trabajo en beneficio de la comunidad para 

plasmarlo en la legislación del estado de Nuevo León. 

Adicionalmente se buscó primeramente, a través 

de la consulta de diversos libros, las doctrinas y antecedentes 

de la pena, con el fin de establecer el origen y fundamento de 

la misma, para después pasar a analizar el sistema actual de 

penas y el desarrollo que ha tenido la misma a lo largo de la 

historia. 

Por último, se recabaron los datos relativos a la 

ejecución del trabajo en beneficio de la comunidad a través 

de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social 

del Estado, quien amablemente nos proporcionó la 

información aquí plasmada. 

ANALISIS DE RESULTADOS 



En cuanto a la legitimación del derecho penal, hay 

que construir y fundamentar una teoría retributiva desde 

perspectivas de racionalidad moderna, debiéndose de 

concebir como la compensación de la ilícita ventaja obtenida 

por quien consigue la aportación de los demás miembros de 

la sociedad, sin realizar por su parte la contraprestación 

equivalente, sin que dicho tema se aborde a fondo, por no 

tratarse del tema principal de la presente obra. 

Pos su parte, ha quedado establecido que han 

existido múltiples debates en torno a la utilidad de la pena y al 

respecto ha existido toda una variedad, desde las posturas 

escépticas hasta las sostenedoras que pretenden encontrar 

en la pena un fin en sí misma, pasando por quienes 

consideran que la pena tiene un valor principalmente ético y 

otro pedagógico con beneficio social, es obvio que, sin entrar 

en detalle sobre cada una de las posturas, pues no es el 

tema central de esta obra, podemos concluir que sólo en el 

anarquismo que no es otra cosa que la ausencia de Estado, 

tendría sentido que no existieran las penas, porque aquéllas 

derivan necesariamente de un orden jurídico establecido por 

el Estado, y es por eso que en la actualidad, como en siglos 

anteriores, han existido las penas, las cuales, al ser aplicadas 

por los Estados, éstos en algunas ocasiones de la historia 

han sido más severos que otros, y en muchos otros se han 



aplicado de una manera que permiten y consienten el abuso 

del castigo, sin interesar mucho a la presente investigación lo 

relativo a su aplicación, humanidad y eficacia. 

Se estableció que el origen de la pena se 

encuentra tanto en una necesidad social, como en la 

venganza, y que a través del tiempo se pudieron organizar 

sistemas penales en los cuales a los delincuentes se les daba 

la oportunidad de recapacitar acerca de sus conductas y así 

pudieran reintegrarse a la sociedad; sin embargo, también 

existieron otros sistemas penitenciarios que eran mucho mas 

crueles y la ley no les daba la oportunidad a los hombres 

infractores de recapacitar y poder ser de ser útiles a los 

demás, sistemas de los cuales aun podemos encontrar en la 

actualidad. 

Estoy de acuerdo en que la pena es una 

necesidad social, pero debe evidentemente debe desterrarse 

la idea de que en los tiempos modernos la pena sea una 

venganza, porque creemos que el Estado tiene el deber y el 

derecho de castigar moderadamente, pero, más aún, tiene el 

derecho y el deber de educar, tarea la cual, también está 

encomendada a las familias y a las escuelas desde hace 

mucho tiempo, por lo que la misión es continuarla, ya que si 

se castiga sin educar, los frutos amargos de la delincuencia 



caerán una y otra vez, pero volverán porque no hemos 

cortado sus raíces. 

Pena, como quedó definido en el capítulo 

segundo de la presente obra, es la sanción a que se hace 

acreedor un individuo que consiste en la privación o 

restricción de sus bienes y/o derechos, es decir, en términos 

generales es la real privación o restricción de bienes o 

derechos del autor del delito que lleva a cabo el órgano 

ejecutivo, ahora bien, dentro de tales privaciones o 

restricciones, encontramos a las pecuniarias, a las 

corporales, y a otras de diversa índole como la suspensión en 

el ejercicio profesional etc., de las cuales su estudio, 

conocimiento y efectos son de gran utilidad, de igual manera 

nadie pone en tela de juicio la bondad de la individualización 

de la pena y/o la fijación del tanto de la misma pues con base 

en el estudio interdisciplinario del delito y del delincuente, se 

logra su mejor manejo dentro del campo de la administración 

de justicia penal. 

También se reconoce que la pena, por su 

naturaleza tiene un carácter aflictivo, lo que es resentido por 

el condenado como algo penoso, un sufrimiento, una 

privación, una molestia sensible que amerita por su 

comportamiento, este carácter estimamos que en ciertos 

casos no debe desaparecer, pero a su vez estimamos que 



debe predominar el fin de la readaptación social, también por 

ella perseguida, figurando en primer plano en la organización 

del tratamiento, a pesar de la tendencia de la opinión pública 

a pensar que los malhechores son tratados con demasiada 

benevolencia en el régimen al que son sometidos durante la 

ejecución de la pena, pues esta reacción popular pone en 

riesgo ciertos aspectos de la función utilitaria que la pena 

debe llenar, pues se ha demostrado que la pena infligida al 

culpable no es solamente con el fin de restablecer el 

equilibrio social, de sancionar la falta moral cometida por el 

malhechor y la inobservancia de sus deberes sociales, ni dar 

satisfacción a la opinión pública escandalizada e inquieta, 

pues el poder público, tiene dificultades para hacer entender 

a la opinión pública la proporción que debe existir entre el 

daño causado y la sanción correspondiente, y es 

primordialmente la causa de que hoy día, todavía es 

necesario recurrir a las sanciones penales para asegurar la 

observancia de las reglas impuestas en un orden jurídico. 

Al abordar la aplicación de una pena es necesario 

que cada pena sea escogida y ejecutada de tal forma que 

sirva de ejemplo y adquiera una función de prevención 

utilitaria, es decir, debe contribuir a que la infracción cometida 

no vuelva a producirse, a debiendo generar que el culpable 

mismo tome conciencia de ello, lo que se denomina 

prevención especial, esto implica, que también otros 



ciudadanos eviten tales infracciones, lo que se denomina 

prevención general. 

Si el delito es un concepto de índole empírico-

cultural, mismo que depende del sistema de valores 

existente, en un momento dado, en un determinado lugar, no 

podemos negar que las situaciones económica, social, 

política y geográfica, sin olvidar la herencia biológica y los 

acontecimientos históricos, influyen en la conducta humana, 

pero a su vez no todos los delincuentes obran con los 

mismos fines, por otro lado, una persona puede delinquir por 

razones estrictamente económicas, y no por ello será una 

persona anormal. 

Una de las causas más evidentes de la 

delincuencia es la desintegración familiar, al respecto, la 

familia es la célula social por excelencia y si se daña por la 

falta de la madre o del padre, esto necesariamente 

repercutirá en la formación de los hijos, y si a ello se agrega 

el alto índice de analfabetismo, el desempleo aunado a la 

inflación y la influencia de los medios de comunicación, se 

advertirá que tales factores son decisivos para propiciar la 

criminalidad, en consecuencia si se mejoran dichos aspectos 

seguramente se logrará una contribución importante en la 

lucha contra la delincuencia. 



A su vez no podemos negar que los reclusorios 

tampoco son una plena garantía en la readaptación de los 

reos, pues se ha demostrado que la otra parte de la difícil 

tarea está contenida en la sociedad, y es ésta la primera que 

pone trabas a una persona que desea volver a ser útil al 

desempeñar un trabajo honesto, aunque tenga el derecho al 

trabajo, garantizado debidamente en la Constitución Política, 

quien empieza a tener serios problemas, los cuales son mas 

graves que los que tuvo cuando cumplió su sanción, al ser 

rechazado por haber cometido un delito, quien finalmente no 

se integrará a la sociedad y esto se convierte en un círculo 

vicioso, pues el rehabilitado se encontrará en la misma 

situación caótica que pudo tener anteriormente, ante lo 

evidente de que el verdadero origen de la delincuencia está 

en los problemas mencionados, rechazo al que no sufriría si 

en vez de la pena de prisión se le aplica la del trabajo en 

benéfico de la comunidad, pues la sociedad lo que recrimina 

es el haber estado en la prisión . 

De igual modo la pena de prisión en algunos 

caos no es la solución idónea para disminuir el índice de 

delincuencia, sin que por este comentario se pretenda 

calificar de ineficaz el régimen penitenciario, porque en 

verdad a su vez se pretende que existan verdaderos centros 

de readaptación, a fin de que los individuos, después de 

cumplir su condena, se reintegren debidamente a la 



sociedad, y el trabajo en beneficio de la comunidad evitaría la 

sobrepoblación penitenciaria, aunado a que los sistemas 

punitivos en las modernas sociedades dependen 

excesivamente de los recursos financieros del Estado, el cual 

por lo regular resulta insuficiente. 

Por su parte, se percibió en la presente obra que 

el trabajo en beneficio de la comunidad es una pena que no 

solo beneficia al reo, sino que también beneficia a la 

sociedad, y por ningún motivo de puede llegar a pensar que 

se trata de una pena de trabajo forzado, ni menos que afecte 

a la subsistencia del sentenciado ni a sus dependientes 

económicos, por el contrario, representa un gran beneficio 

para el reo en parte porque no permanece en prisión y por la 

otra puede llegar a adquirir habilidades en cierta rama laboral, 

lo lamentable de la pena de trabajos en beneficio de la 

comunidad lo constituye el que se ha introducido en los 

Códigos Penales de forma muy tímida, ello en atención a que 

la necesidad de que sea aceptada por el penado. 

Así las cosas podemos concluir de una manera 

general que el trabajo en beneficio de la comunidad como 

pena, si bien resultaría imposible que diera resultados 

positivos si no se cuenta con manufacturas e industrias 

suficientes, afortunadamente eso no pasa en nuestro estado, 

ya que éste se encuentra dentro de la una moderna sociedad 



industrial y los servicios sociales prestados por el estado son 

en mayor número y nivel que los dados por otros estados, así 

que no dudamos en que pueda ser una alternativa a la pena 

de prisión para logra una rápida y mas eficaz rehabilitación, 

pues hoy en día la justicia consiste, en equilibrar el daño 

sufrido por la sociedad por la falta moral del autor y al fijarse 

la pena debe ser tal, que deberá enseñar al condenado la 

importancia de su falta y le proporcione al delincuente las 

medidas necesarias para lograr que se abstenga de reincidir. 

Por último, al hacer referencia al trabajo en 

beneficio de la comunidad, estimo que una denominación 

correcta lo es el de que debe de emplearse el término 

"jornadas de trabajo en beneficio de la comunidad" y no 

emplearse el término de "días de trabajo en beneficio de la 

comunidad", ya que, tal proceder es incorrecto, si se tiene en 

cuenta que un día equivale a veinticuatro horas, por lo que es 

humanamente imposible que el sentenciado pueda cumplir 

con una condena dictada en su contra con dichas 

características. 

PRESENTACION DE RESULTADOS 

O INFORME FINAL 



Se propone que se apruebe el proyecto de 

reforma del Código Penal del estado de Nuevo León, en lo 

referente al capitulo de Sanciones en el que se agrega el 

Trabajo en Beneficio de la Comunidad, la cual podrá ser 

impuesta como sustituta de la de prisión, con la modificación 

de que cuando la pena de prisión aplicada no exceda de 

cinco años y no de cuatro como se encuentra contemplado, 

además de que siempre y cuando los procesados a quienes 

se vaya a imponer no representen peligro para la sociedad y 

se garantice o se cubra la reparación del daño. 

Así mismo, se propone la creación de un 

reglamento, el cual deberá de contemplar como disposiciones 

básicas las siguientes: 

El trabajo en beneficio de la comunidad será 

facilitado por la Administración penitenciaria, y para tal fin 

deberá establecer convenios con otras Administraciones 

públicas o entidades públicas o privadas que desarrollen 

actividades de utilidad pública o social, dichas actividades 

nunca podrán ser denigrantes e inhumanas y se procurará 

que sean lo mas productivas. 

Excepcionalmente y a falta de convenio o 

insuficiencia de plazas, el penado podrá proponer un trabajo 

concreto, aun cuando no esté convenido con la 



Administración penitenciaria, en este caso, tras analizar la 

propuesta ofrecida determinará su procedencia. 

La Administración penitenciaria procederá a la 

efectiva ejecución de la pena, tan pronto como le sea remitido 

el testimonio de la resolución en la que el Juez o Tribunal 

haya determinado las jornadas de trabajo impuestas al 

penado. 

Dictada la sentencia, y en caso de que proceda la 

imposición de la pena de Trabajo en Beneficio de la 

Comunidad, el Juez lo hará saber al sentenciado y en caso 

de que opte por desarrollarlo, es decir, a petición de parte, el 

Juez dadas las circunstancias del caso y en base a las 

características personales, capacidad laboral y entorno 

social, personal y familiar del sentenciado, determinará 

fundando y motivando la actividad más adecuada y el ligar 

donde deberá desarrollarlo. 

Cada jornada de trabajo tendrá una extensión de 

tres horas diarias, y solo se podrá desarrollar tres días por 

semana, la cual podrá aumentarse si el sentenciado de forma 

expresa da su consentimiento. 

Las jornadas no excederán de 365 y se 

determinarán por el Juez atendiendo a las circunstancias del 



caso y en base a las características personales, capacidad 

laboral y entorno social, personal y familiar del sentenciado. 

Las jornadas deberán realizarse dentro de los 

cuatro años siguientes a la fecha de la condena y además el 

sentenciado estará sujeto a las disposiciones relativas a la 

condena condicional, en caso de incumplimiento se hará 

efectiva la pena de prisión inicialmente impuesta por el 

tiempo restante. 

La ejecución de esta pena procurará hacer 

compatible en la medida de lo posible, el normal desarrollo de 

las actividades diarias del penado. 

La realización del trabajo no será retribuida. 

Durante el cumplimiento de la condena el penado 

deberá seguir las instrucciones que reciba de la autoridad 

encargada de la ejecución de la pena y las disposiciones de 

la entidad para la que preste sus servicios. 

La Administración penitenciaria comprobará con 

la periodicidad necesaria el sometimiento del penado a la 

pena, así como el cumplimiento efectivo del trabajo impuesto, 

a cuyo fin mantendrá contactos periódicos con la entidad en 

que se lleve acabo, adoptando las medidas procedentes. 



Deberá entenderse que el penado incumple con 

la pena y en consecuencia se aplicará la pena de prisión por 

el tiempo que reste, una vez que se haga constar los días o 

jornadas que efectivamente hubiese trabajado del total que 

se le hubiera impuesto cuando: 

a).- Se ausentara del trabajo o lo 

abandonara injustificadamente. 

b).- A pesar de los requerimientos del 

responsable del centro de trabajo su rendimiento 

fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible. 

c).- Se opusiera o incumpliera de forma 

reiterada y manifiesta las instrucciones que se le 

dieren por el responsable de la ocupación 

referidas al desarrollo de la misma. 

d).- Por cualquier otra razón, su conducta 

fuere tal que el responsable del trabajo se negare 

a seguir manteniéndolo en el centro. 

Si el penado faltara del trabajo por causa 

justificada no se entenderá como abandono de la actividad, 

no obstante, el trabajo perdido no se le computará en la 



liquidación de la condena, en la que se deberán hacer 

constar las jornadas que efectivamente hubiese trabajado del 

total que se le hubiera impuesto. 

La Administración penitenciaria facilitará con 

carácter general y periódico a las autoridades judiciales y a 

los Colegios de Abogados toda la información relativa a esta 

pena, su forma de ejecución y trabajo disponible. 

Esta información también se transmitirá a todas 

aquellas personas que estén en situación procesal 

susceptible de que se les aplique esta pena, que así lo 

deseen. 

Durante el desempeño de la actividad, los 

sentenciados a la pena de trabajo en beneficio de la 

comunidad gozarán de la protección a que se refiere la ley de 

ejecución de sanciones en materia de Seguridad Social y 

estarán protegidos por la normativa laboral en materia de 

seguridad e higiene en el trabajo. 

Esta pena siempre se aplicara con el 

consentimiento del sentenciado. 

Las mismas disposiciones rigen cuando es 

impuesta como substituta de la multa. 



CONCLUSIONES 

Si se toma en cuenta lo expuesto en la presente 

investigación, es decir, si se hacen las modificaciones legales 

siguiendo los parámetros aquí citados, estimo que puede 

cumplirse de una manera mas efectiva con los lineamientos 

establecidos en la Ley Que Regula La Ejecución de Las 

Sanciones Penales Ley y su respectivo Reglamento de una 

manera mas eficaz y sin perturbar la salud mental del 

sentenciado. 

En efecto, al analizar lo contemplado en las 

citadas legislaciones, las cuales en su parte conducente 

establecen que en los establecimientos penitenciarios se 

adoptará un régimen de readaptación con tratamiento 

individualizado, con aportación de las ciencias y disciplinas 

conducentes a la reincorporación social del sujeto, 

consideradas sus circunstancias personales, el cual tendrá 

carácter progresivo y técnico que tenderá a la modificación de 

la conducta del interno, desarrollando hábitos y aptitudes que 

permitan su reingreso a la sociedad como un miembro 

productivo, y en el aspecto educativo establece que no será 

no sólo carácter académico, sino también cívico, social, 

artístico, físico y ético, no cabe duda que el trabajo en 



beneficio de la comunidad como pena alternativa va a 

cumplir, y con mayor eficacia, los lineamientos expuestos en 

dichos ordenamientos, ya que es indudable que el individuo 

va a cumplir con su pena de trabajo no remunerativo 

impuesta, lo que permitirá tenerlo socialmente adaptado y a 

su vez no perderá el entorno académico, cívico, social, 

artístico, físico y ético que la misma sociedad le ofrece y que 

dentro de un reclusorio se encuentra mermado. 

Lo anterior se robustece al tomar en cuenta que si 

las normas citadas a su vez establecen que la asignación de 

los internos al trabajo se hará tomando en cuenta los deseos, 

la vocación, las aptitudes y la capacitación laboral del interno, 

la cual se ve limitada por las posibilidades que al respecto 

pueda ofrecer el reclusorio, es de concluirse que fuera del 

mismo, estas posibilidades serán mucho menos limitadas, y a 

su vez la autosuficiencia- económica del establecimiento 

penitenciario, el cual es tomado en cuenta, pasaría a un 

segundo término, ya que es innegable que previo éste se 

encuentra en un nivel de importancia superior al de la 

readaptación social del delincuente, aunado a que se 

disminuiría el hecho de que cuando no sea imputable al 

interno la falta de trabajo en las unidades de producción del 

establecimiento penitenciario, éste necesariamente deberá 

desarrollar un trabajo que podrá consistir en artesanías o 

manufacturas que desarrollen por sí mismos, lo cual no debe 



suceder, ya que rompe con las bases de readaptación que 

propone el estado, pues es éste quien debe proporcionar el 

trabajo y educación a los internos y no éstos al estado, 

agravándose lo anterior con el hecho de que en muchas 

ocasiones lo ponen a desarrollar actividades de las 

denominadas servicios generales, en las que se incluyen la 

limpieza de la institución, la cual considero que no es de esas 

actividades que puedan lograr una readaptación, pues dichas 

actividades, para que cumplan con dichos fines deberán ser 

de enseñanza, estudio o cualesquiera otra de carácter 

intelectual, artístico, deportivo o cultural, las cuales, se 

insiste, debe proporcionarlas el estado y no lo internos a este, 

lo que nos refleja que si existen internos con aptitudes 

suficientes para desarrollar estas actividades, éstas sirven 

mas a la sociedad que al centro penitenciario, actividades 

que pueden ser canalizadas y desarrolladas a través del 

trabajo en beneficio de la comunidad. 

En cuanto a lo económico, se ahorraría al erario 

del estado los importes a favor de los reos, el cual si bien es 

cierto que éstos pagan su sostenimiento en el reclusorio con 

cargo a la percepción que en éste tengan como resultado del 

trabajo que desempeñen no deja de ser una percepción a 

favor de éstos y además la población penitenciaria se 

reduciría y en consecuencia el gasto será menor. 



De igual modo se permitirá la participación de las 

instituciones culturales, educativas, deportivas, sociales, 

religiosas o con fines asistenciales de carácter oficial o 

particular que deseen coadyuvar en las tareas de 

readaptación social no solo de los internos, sino de los 

sentenciados a prestar trabajos en beneficio de la comunidad 

lo que permitirá darle cabal cumplimiento al objetivo de 

readaptación que tiene como fin fomentar el establecimiento y 

la conservación de las relaciones del interno con personas 

convenientes del exterior, procurando con ello el desarrollo 

del Servicio Social Penitenciario. 

Así las cosas y toda vez que el trabajo es el 

medio para promover la readaptación del interno 

permitiéndole atender sus necesidades, estimo que, como se 

ha mencionado a lo largo de la presente investigación, este 

puede desarrollarse, sin necesidad de una reclusión, pues el 

solo hecho de desarrollar el trabajo le permite desarrollar una 

actividad productiva, la cual representa un medio digno y 

honrado de vida, siendo éste el fin que persigue la 

readaptación, la cual se ha demostrado, puede darse sin 

necesidad de una reclusión. 

Por último, este trabajo asume que el fin de las 

alternativas es la reducción del uso de la prisión, y no hay 

duda que el trabajo en beneficio de la comunidad es una 



sanción que, en el juicio relativo con la pena de prisión, es 

una sanción humana que no impide que la persona desarrolle 

sus planes de vida y que, en mi opinión, puede tener las 

virtudes que los autores ilustrados veían en la privación de 

libertad, pues se han sugerido algunas ideas para que se 

aprovechen al máximo las posibilidades de que el trabajo en 

beneficio de la comunidad pueda sustituir algunas penas 

privativas de libertad, avanzando, aunque sea mínimamente, 

en el ideal de humanización del derecho penal. 
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